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América Latina atraviesa, desde fines del siglo XX y principios del XXI, un proceso revolucionario que se manifiesta en diferentes magnitudes y ritmos en las naciones del continente. El golpe de Estado en Honduras y la instalación de siete bases militares norteamericanas en Colombia son ataques que el movimiento de masas debe estar preparado para saber responder. Lo que, nuevamente, trae a la palestra la caracterización de la naturaleza de las direcciones políticas que, actualmente, se encuentran al mando del proceso. A su vez, es necesario evaluar las características de los gobiernos que, lejos de plantearse como una alternativa revolucionaria, se aprestan a representar los intereses norteamericanos en la región. Somos concientes que semejante balance excede el espacio de esta ponencia, por lo que circunscribiremos nuestro análisis a, lo que consideramos, las variables que expresan el núcleo del proceso.
 
1. Los bonapartismos: Venezuela, Bolivia y Ecuador
Se han formado tres grandes posiciones en torno a los gobiernos de Hugo Chávez, Evo Morales y Rafael Correa: la que los considera, en diferentes grados, como la vanguardia de la Revolución
; quienes caracterizan que, aunque no se trata de gobiernos “subordinados al imperialismo”, no terminan de romper con la burguesía, profundizando el desarrollo capitalista de la región
; y quienes los consideran como una nueva variante del nacionalismo burgués.
 A diferencia de estas caracterizaciones, consideramos que estos tres gobiernos poseen características bonapartistas: fruto de una insurrección popular, llegan al poder intentando apropiarse de ella, regimentando a la burguesía y otorgando ciertas concesiones al movimiento de masas. Sin embargo, su objetivo es conservador, ya que no profundizan el proceso revolucionario, sino que intentan congelarlo. Su acción, no obstante, sigue determinada por la presión de las masas: mientras que su reflujo plantea el fin del bonapartismo y una salida burguesa, su avance puede prolongar a este gobierno, que se ve forzado a seguir manteniendo la situación de “empate” entre las clases (burguesa y obrera, fundamentalmente) que todo bonapartismo implica. Aún así, la profundización de la Revolución socialista implica la superación de este personal político.

1.1. Venezuela

"No hay nada que discutir, estas empresas tienen que estar bajo control obrero".
 Con estas palabras, Hugo Chávez volvió a convocar al fantasma del comunismo, nacionalizando una serie de empresas del sector petrolero, metalúrgico y de la construcción, entre las que se encontraban tres fábricas del grupo Techint. El Presidente venezolano arengaba a los obreros, que acompañaban el anuncio con la consigna “¡Victoria popular!”.
 Diferentes interpretaciones generaron estos hechos. Mientras que los chavistas consideran que se ha dado un nuevo paso hacia el socialismo, la derecha venezolana acusó móviles más coyunturales: buscar fondos que sustenten el creciente gasto público. Al mismo tiempo, la burguesía argentina volvió a golpear con un solo puño, después de más de un año de combates intestinos, y denunció al gobierno “bolivariano” por sus ataques a la propiedad privada. Las diferentes posiciones expresan respuestas diferentes a una misma pregunta: ¿Está llevando Chávez a Venezuela y a América Latina al socialismo? Responderla requiere de un acercamiento que supere las impresiones generadas por la espectacularidad de los discursos y declaraciones realizadas a ambos lados de la trinchera. 

Teoría y práctica del proyecto chavista

El chavismo presenta las nacionalizaciones como un proyecto de largo plazo, anunciado a principios de 2007, que implica la creación de un “Modelo Productivo Socialista”, que responda “primordialmente a las necesidades humanas” y esté menos subordinado a la reproducción del capital.
 El objetivo principal es que el Estado conserve “el control total de las actividades productivas que sean de valor estratégico”, en el camino de “una producción conscientemente controlada por los productores asociados al servicio de sus fines”.
 El corazón del proceso se encuentra “en la empresa del Estado dedicada a la explotación de hidrocarburos”, apuntando a conseguir “una nueva forma de distribución de la renta petrolera” y a que su desarrollo apadrine la conformación de un tipo de organización, diferente a la estatal y a la capitalista: las “Empresas de Producción Social” (EPS). En ellas “los trabajadores se apropiarán del excedente económico resultante, que se repartirá en proporción a la cantidad de trabajo aportado; la gestión será democrática y participativa y el peso relativo de la participación será con base en la persona y no con base en el capital aportado”. Sin embargo, el plan no está dirigido al conjunto de la economía, ya que dispone que las EPS deberán competir con las empresas capitalistas privadas del país y del mundo, con las que intercambiarán “bienes y servicios”. 

Todo este proyecto tiene como destinatario a importantes sectores de la burguesía nacional, ya que se busca desarrollar “los encadenamientos internos de las actividades económicas fundamentales, principalmente las basadas en la existencia de materias primas y recursos naturales en el país, con la finalidad de potenciar la capacidad interna de producción de bienes y servicios”, buscando diversificar su potencial exportador. Es así como “el desarrollo y fortalecimiento de la manufactura y los servicios se hará principalmente con  fundamento en las cadenas productivas con ventajas comparativas”. Es así como juntos, obreros y empresarios, crearán una “Venezuela Potencia Energética Mundial”. El petróleo es, en este proyecto, “fuente rentística extraordinaria” y “palanca del desarrollo”, permitiendo el crecimiento de industrias vinculadas a la refinación y la petroquímica. Por todo esto, el Estado privilegiará las alianzas que le permitan desarrollar este proyecto y “la industria petrolera se orientará a profundizar la política de maximización de la captación de renta en todas las fases del proceso y a fortalecer la participación fiscal en los ingresos”. Éstas alianzas internacionales ya se están llevando adelante como estrategia para “incrementar la capacidad de exploración, producción y comercialización integral de la energía” a partir de inversiones extranjeras bajo la forma de empresas mixtas.

Las nacionalizaciones de los últimos dos años se enmarcarían en este proyecto más general, aunque no podemos circunscribir su evolución simplemente a un plan gubernamental: tanto la crisis, como la dinámica de la lucha de clases en Venezuela determinan en última instancia el proceso. Remitámonos a la última oleada de nacionalizaciones para observarlo. 

La crisis mundial y el papel del Estado en la producción

Como se observa en el cuadro, Chávez nacionalizó, en mayo de 2009, la productora de tubos de acero sin costura Tavsa, controlada por Tenaris; Matesi (Materiales Siderúrgicos S.A), del Grupo Techint; y el Complejo Siderúrgico Guayana (Comsigua), con una participación minoritaria, a través de Tubos de Acero de México, de Tenaris; Cerámicas Carabobo, Orinoco Iron y Venprecar. A su vez, pasaron a la órbita estatal 76 empresas de servicios vinculadas a la rama petrolera, (inyección de agua, transporte en lanchas, servicio de buceo, muelles y diques).
 

Empresas nacionalizadas en Venezuela (2007-2009)

	Fecha
	Empresas
	Rama

	2/07
	Compañía eléctrica Séneca
	Eléctrica

	2/07
	Electricidad de Caracas
	Eléctrica

	5/07
	Compañía Nacional de Teléfonos (Cantv)
	Comunicación

	1/08
	32 campos petroleros de la Faja del Orinoco
	Petróleo

	3/08
	Una cadena frigorífica
	Alimentos

	3/08
	Lácteos Los Andes
	Alimentos

	4/08
	Sidor
	Siderúrgica

	7/08
	Lafarge, Holcim, Cemex
	Cemento - Construcción

	7/08
	Banco de Venezuela
	Bancaria

	8/08
	Transporte interno de combustible
	Transporte

	11/08
	Mina de oro "Las Cristinas”
	Minera

	3/09
	Plantas procesadoras de arroz de Cargill
	Alimentos

	3/09
	Puertos de Maracaibo y Puerto Cabello
	Comercio

	3/09
	Aerolínea Aeropostal
	Transporte

	5/09
	76 empresas de actividades petroleras complementarias
	Petróleo

	5/09
	10.000 hectáreas de latifundios
	Alimentos

	5/09
	Matesi, Comsigua, Orinoco Iron, Venprecar, y Tavsa
	Metalúrgica

	5/09
	Planta Compresora de Gas PIGAP II
	Hidrocarburos


Se consigna la fecha del anuncio. En algunos casos aún no se ha concretado el mecanismo de nacionalización o el pago de la misma.

Fuente: Diario El Universal, Caracas, 13/5/2009 y 22/5/2009.
Los gritos de desesperación y los pataleos no se hicieron esperar en la Argentina. Los reclamos de Techint y la denuncia de los “ataques a la propiedad” por parte de Chávez, generaron una escalada de enfrentamientos que aún no se ha resuelto. Sin embargo, una mirada más atenta parece demostrar, por un lado, que el gobierno de Venezuela le está dando una buena mano a los capitalistas y, por otro, se confirma que no tiene por intención “socializar” al conjunto de la economía.

En primer lugar, todos reconocen que Chávez siempre pagó según la cotización en bolsa. Sólo cuatro nacionalizaciones implicaron el pago de 4.143 millones de dólares: 1.354 por el Banco de Venezuela; 1.970 por Sidor y 819 por las cementeras de las transnacionales Holcim y Lafarge.
  Hasta Joseph Stiglitz, luego de los primeros anuncios, a principios de 2007, comentó que las nacionalizaciones en Venezuela no debían “asustar”.
 Sin embargo, varios capitalistas podrían empezar a transpirar si se les obligara a desprenderse de empresas en la plenitud de su rentabilidad. Pero no es éste el caso. Lejos de eso, todo el sector briquetero (Matesi, Comsigua, Orinoco Iron y Venprecar) “actualmente degusta los sinsabores de la caída de los precios en el mercado internacional”, según El Correo del Caroní.
 Algo similar mostraba El Universal, asegurando que “esta decisión oficial ocurre cuando algunas de estas empresas se encuentran paralizadas desde finales de 2008 debido a la crisis mundial que inhibe la compra de briquetas, necesarias para la transformación de acero, y a la caída de los precios”.
 El propio Techint reconocía, en un informe para sus accionistas, que las briqueteras habían dado pérdidas por 10.7 millones de dólares en el primer cuarto de 2009. Hasta sus propios informes se encargan de demostrar que las nacionalizaciones no le vinieron nada mal: la nacionalización de Tavsa, que sólo representaba el 2% de la producción de tubos de Tenaris, disparó el precio de sus acciones ni bien fue divulgada.
 

Similarmente, la nacionalización de las industrias vinculadas al petróleo obedece a un motivo poco velado: la baja de los precios internacionales y la crisis que atraviesa el sector obligan al Estado a ahorrar el máximo posible. El precio promedio del crudo venezolano en lo que va de año registra un descenso del 51% respecto a 2008 y el ingreso proveniente de las exportaciones muestra una caída de 55% en el primer trimestre. El mismo Chávez anunció que la toma de los activos de las contratistas petroleras permitirá ahorrar unos 700 millones de dólares en los gastos de Pdvsa. Incluso la derecha parece ser conciente que Chávez no hace otra cosa que rescatar empresas insolventes: “El fondo de esta situación en las empresas estatizadas (…) es que los altos costos de producción, por la ineficiencia y la corrupción, no se pueden mantener indefinidamente en empresas que producen pérdidas. Con un barril de petróleo a 40 dólares, el Gobierno no está en capacidad de subsidiar indefinidamente a las industrias deficitarias”.

Por otro lado, como el proyecto de Chávez lo reconoce, no existió un avance del Estado sobre la economía privada. Los datos del Banco Central así lo demuestran:

PBI e Impuestos Netos a la Producción (1997-2009)
	Año
	PIB Total
	Público
	Privado
	Impuestos
	% Público
	%Impuestos

	2009
	13.299.213
	3.923.923
	7.926.574
	1.448.716
	29,50%
	10,8%

	2008
	58.332.493
	17.016.328
	34627915
	6.688.250
	29,17%
	11,4%

	2007
	55.650.086
	14.613.242
	34.639.268
	6.397.576
	26,25%
	11,4%

	2006
	51.337.579
	13.573.469
	32.293.446
	5.470.664
	26,43%
	10,6%

	2005
	46.523.649
	13.106.261
	28.850.229
	4.567.159
	28,17%
	9,8%

	2004
	42.172.343
	12.747.116
	25.547.775
	3.877.452
	30,22%
	9,1%

	2003
	35.652.678
	11.329.250
	21.792.825
	2.530.603
	31,77%
	7,0%

	2002
	38.650.110
	11.474.127
	23.910.994
	3.264.989
	29,68%
	8,4%

	2001
	42.405.381
	12.907.820
	25.396.042
	4.101.519
	30,43%
	9,6%

	2000
	41.013.293
	12.983.067
	24.214.180
	3.816.046
	31,65%
	9,3%

	1999
	39.554.925
	12.605.450
	23.234.632
	3.714.843
	31,86%
	9,3%

	1998
	42.066.487
	13.292.295
	24.944.017
	3.830.175
	31,59%
	9,1%

	1997
	41.943.151
	13.579.955
	24.669.442
	3.693.754
	32,37%
	8,8%


Expresados en la escala monetaria vigente a partir del 1° Enero de 2008.

1994, 1995 y 1996 están expresados en millones de Bolívares. PIB base1997.

Aunque lo reciente de las últimas nacionalizaciones nos impide acceder a datos más certeros, los datos muestran que, desde la llegada de Chávez al poder, el porcentaje del producto bruto público, lejos de observar una avanzada sobre el privado, descendió. Sin embargo, el Estado compensó esta baja con un aumento sostenido en los impuestos aplicados a la producción: a cada punto menos en el PBI público parece corresponderle un punto más en los impuestos cobrados, apropiándose el Estado para sus gastos un 42% del valor producido en el país, tanto en 1997 como en la actualidad. 

La lucha obrera

Los dueños de Techint dicen haberse sorprendido por la nacionalización, pero no deberían haber subestimado a los trabajadores de Alianza Sindical, que desde la nacionalización de Sidor, un año atrás, se movilizaban por hacer lo propio con Tavsa y Matesi.
 También deberían haber sido más concientes de la legitimidad del reclamo de sus obreros en Matesi, que en junio de 2008, tomaron los portones de la empresa, impidiendo el acceso a la planta, en reclamo del cumplimiento de los ordenamientos del Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad Laborales (Inpsasel), no respetados por Techint.
 Ninguna salida les dio la patronal por lo que, en febrero de este año, seguían denunciando que “los gerentes de la misma no se apersonan hasta la planta”, que continuaba parada la producción y, para colmo, que debían soportar la agresión de la Guardia Nacional.
 Su lucha por reiniciar la producción, reincorporar a 300 trabajadores y detener las agresiones de la patronal continuó hasta la nacionalización, con una toma simbólica de la industria (parada y sin patrones) y con protestas callejeras junto a obreros del sector hierro, acero, aluminio y briquetero.
 

Para el 31 de marzo de este año, también Tavsa llevaba ya 53 días paralizada, y no precisamente por una huelga. Ese día, los trabajadores acudieron a Recursos Humanos reclamando la reactivación de la producción, parada por la crisis del sector petrolero: una deuda de Pdvsa con Tavsa de más de 42 millones de dólares que, a su vez, debía a Sidor unos 12 millones, determinaba que ésta última no le entregaba los insumos necesarios para la producción. Semejante situación llevó a José Gutiérrez, delegado departamental en Tavsa por Sidor, a insistir en el reclamo de nacionalización de ambas empresas dos meses antes del decreto chavista.
  No se quedaron afuera los obreros de Comsigua, que pararon en protesta por modificaciones inconsultas y por el despido de 150 contratados desde noviembre de 2008.
 Al mismo tiempo, los trabajadores de Orinoco Iron tomaban la Inspectoría de Trabajo para protestar por violaciones patronales a los contratos colectivos
 Cerámicas Carabobo era testigo de una huelga de sus trabajadores, que protestaban contra los abusos patronales, como la falta de medidas de seguridad industrial adecuadas y el no pago de las horas extras.
 

La “pata” burguesa

Las nacionalizaciones chavistas también benefician a las “cadenas productivas con ventajas comparativas”, como recitaba el proyecto desarrollista lanzado en 2007. Éstas “cadenas” no son otra cosa que la burguesía nacional. No es ninguna novedad que el “socialismo del siglo XXI”, tiene entre sus “motores” al empresariado pero, entre tantas declaraciones de “control obrero”, bien vale recordar que son uno de los principales beneficiarios de la política chavista.
 Es así como, en febrero de este año, Chávez llamó a los empresarios “a trabajar por un nuevo sistema” en un acto donde la Asociación de Industriales Metalúrgicos y de Minería de Venezuela (AIMM) saludó el Plan Estratégico Siderúrgico Nacional, que incluía las nacionalizaciones. Su Presidente, Eduardo Garmendia, destacó que el plan de Chávez “no sólo reactiva la actividad productiva en la región de Guayana, sino que también afecta directa y positivamente a más de 300 empresas afiliadas a nuestra asociación”.
 En AIMM revisten empresas del sector metalúrgico, metalmecánico y minero, además de instituciones relacionadas a dichas ramas de la producción.
 En sus comunicados, señalan cómo las políticas chavistas posibilitaron el desarrollo del sector y la inversión en maquinarias, permitiendo un aumento del 35% de la capacidad registrada en el 2000, resultando privilegiados los proyectos vinculados a la industria petrolera. En su gaceta oficial señalan cómo el papel de Chávez ha sido decisivo en su ascenso: “La política pública establecida para el desarrollo del parque industrial ha estado íntimamente vinculada con la apreciación de su impacto en el desarrollo endógeno nacional, lo cual ha sido impulsado por el Ejecutivo, a través de Decretos”.
 Ante la “sorpresa” de Techint por las nacionalizaciones, Garmendia declaró que "después de la nacionalización de Sidor, era lógico que todo el circuito iba a ser expropiado”.
 La importancia del sector puede estimarse sabiendo que las exportaciones del sector metalúrgico representaron en el año 2008, un 60% del total de las no petroleras.
 

1.2. Bolivia

El programa del MAS posee, desde su llegada al poder, dos grandes objetivos: sancionar una nueva Constitución y recuperar los recursos naturales de la Nación. A fines de 2006, el gobierno de Evo intentó motorizar la segunda de estas metas, a través de la firma de convenios con la Argentina, de venta de gas natural, junto a contratos de exploración y explotación de los hidrocarburos.
 Evo intentó mostrar el hecho como un gran triunfo, planteando el haber conseguido “una nacionalización sin indemnización”.
 

Sin embargo, los contratos expresan la aplicación de la Ley de Hidrocarburos 3058, que es sustancialmente diferente de la nacionalización prometida y demandada por los movimientos sociales. Incluso Petrobras afirmó que “las reservas pueden ser contabilizadas por Petrobrás” y que los nuevos contratos le garantizan una rentabilidad por encima del 15%, tasa de retorno superior a sus costos de capital, y el control de una posición estratégica para el abastecimiento de gas natural a Brasil. Esta también es la posición de la petrolera británica BG Group.
 El Estado boliviano recibirá más ingresos con la legalización de los contratos petroleros, pero mucho menos que las transnacionales.
 Aunque las petroleras pagarán, en términos nominales, un 50% en regalías e impuestos en la mayor parte de los campos, Repsol, Petrobras, Total, British Petroleum, Pluspetrol, Vintage y Pan American, quedaron más que conformes.
 

Con respecto al segundo de los recursos fundamentales de producción, la tierra, a fines de 2006, el Congreso aprobó la Ley de Tierras, que agiliza los mecanismos para la reversión y distribución de tierras ociosas, aunque garantiza al mismo tiempo la permanencia de todos los latifundios que puedan demostrar que cumplen alguna función económica y social.
 Luego de su aprobación, las organizaciones de base del MAS mostraron su disconformidad con dicha ley, movilizándose para revocar la decisión del poder legislativo: en septiembre de 2007, la Cumbre de organizaciones sociales de pueblos y naciones indígenas originarias campesinas y organizaciones populares de las ciudades, con masiva presencia de dirigentes del MAS, aprobó una declaración que establece la necesidad urgente de “expropiación sin indemnización del latifundio y su distribución inmediata entre productores y del campo y la ciudad que estén dispuestos hacerla producir en beneficio de la sociedad”.
 Al mismo tiempo, la Confederación Obrera Boliviana (COB), también dirigida por sectores aliados al gobierno, lanzó un plan de lucha para recuperar el salario, en protesta contra el aumento de precios que afecta a la canasta familiar, organizando la “gran marcha nacional contra la inflación”.
 A un mes de las jornadas de lucha, el gobierno aprobó, con el apoyo de cuatro mil campesinos que cercaron el Congreso, una ley que transformó el origen del financiamiento de un beneficio anual y vitalicio para todos los mayores de 60 años: de pagarse con recursos del Estado central –de YPFB, más específicamente-, pasó a financiarse con recursos de los gobiernos regionales, es decir, con el Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH). Mientras esto ocurría, la Asamblea Constituyente sesionaba en un recinto militar en Sucre, debido a los combates constantes entre grupos opositores y oficialistas con los asambleístas. Los enfrentamientos ocasionaron la muerte de tres civiles y más de 200 heridos, provocando el traslado de la Asamblea. El fracaso de la Constituyente se confirmó cuando, a pesar del acuerdo del gobierno y la oposición que garantizaba una Constitución consensuada, una fracción indigenista del MAS rompió el acuerdo de los dos tercios, determinando la profundización de los enfrentamientos por fuera de las instituciones: el 28 de noviembre de 2007 los gobiernos regionales opositores desarrollaron una huelga masiva en seis de las nueve regiones de Bolivia, que incluyó movilizaciones, golpizas a los grupos leales a Morales y acoso a los migrantes llegados del altiplano. Tras cumplir el paro, los departamentos de Santa Cruz, Beni, Pando, Tarija, Cochabamba y Chuquisaca anunciaron estar listos, como lo dijo el presidente del Comité Cívico cruceño, Branko Marinkovic, para “pasar al estado de resistencia civil movilizada ante el quiebre de la democracia”.
 Su lucha se profundizó en diciembre, cuando los prefectos, dirigentes cívicos, empresariales y populares de los valles, el oriente y sur del país se declararon en virtual desacato, y comenzaron una huelga de hambre desde el 3 de diciembre, llamando a la resistencia civil –que incluyó la toma de oficinas públicas, el intento de controlar la policía y el desacato militar- a las medidas gubernamentales, además de viajar a Washington para denunciar la acción del gobierno. Al mismo tiempo, la Asamblea Constituyente finalizaba sus sesiones con la redacción de una nueva Constitución Política que aún hoy espera ser sometida a la aprobación popular. Sin embargo, los asambleístas, expresando la polarización de las fuerzas bolivianas, no pudieron acordar los límites a los latifundios, por lo que la futura consulta al pueblo debería incluir esta cuestión.

Del fracaso de la Asamblea Constituyente a los referendums autonómicos

A pesar del ambicioso plan de lucha opositor, el inicio de 2008 mostró que “la medialuna” no contaba con el apoyo de la totalidad de su población: cientos de trabajadores rurales que protestaban en la norteña ciudad beniana de Guayaramerín, en contra del separatismo, fueron salvajemente golpeados por bandas fascistas, según denunció la dirigente agraria, Sonia Aguilera. Al mismo tiempo, se producían en Cochabamba violentos enfrentamientos entre grupos de choque organizados por el Comité Cívico y grupos indígenas. En Santa Cruz, el vicepresidente del Comité Cívico cruceño, Luis Núñez, planteó a los sectores oficialistas de sus regiones “abandonar Santa Cruz o, de lo contrario, atenerse a las consecuencias”.
 La fuerza de la oposición obligó a Morales a prometer la devolución de los 200 millones de dólares recortados a las regiones para los jubilados y la articulación de la nueva Constitución con los reclamos de autonomía regional. Sin embargo, las bases del MAS no le permitieron claudicar al Presidente: el mismo mes, la COB de Oruro emitió una declaración donde manifestó que “se mantiene aún el modelo económico neoliberal”.
 

La agenda de lucha de las bases masistas tenía tres componentes fundamentales: 1) nacionalización de los recursos naturales (nacionalización y reversión de los yacimientos), 2) reversión de las empresas capitalizadas y 3) liquidación de las “leyes neoliberales”. A pesar de la presión popular, Evo no dejaba de enviar mensajes conciliadores: en marzo, luego del asesinato del Comandante de las FARC, Raúl Reyes, por parte del gobierno de Colombia, planteó que a su gobierno le importan tanto las buenas relaciones con Chávez y Correa, como aquéllas con Uribe y la monarquía española, además de alentar el desarme de las FARC. 

En abril, a 10 días del referéndum por la autonomía, el gobierno volvió a cargar sobre la oposición regional congelando las cuentas fiscales y suspendiendo los desembolsos de recursos hacia el departamento de Santa Cruz, entre los que se encuentra la coparticipación por los impuestos al gas. De inmediato, los cruceños se declararon en emergencia regional y denunciaron “otro golpe político” a la consulta del 4 de mayo, considerada “ilegal y separatista” por el oficialismo.
 El 3 de abril, en la presentación de su programa de gobierno, el Prefecto de Santa Cruz respondió poniendo la demanda cruceña en la misma línea de las protestas del agro en Argentina. Los niveles de confrontación determinaron la intervención de la Iglesia que, el día 10, llamó "vehementemente" al diálogo, anticipando un escenario de confrontación violenta si los sectores enfrentados no abandonan sus posiciones radicales. 

En mayo de 2008 comenzaron a realizarse los referéndums autonomistas en las ciudades del oriente, que tenían por objetivo consultar a la población su posición sobre profundizar el proceso secesionista. Si bien es difícil objetar el triunfo de la oposición, el alto abstencionismo muestra que el éxito no ha sido abrumador y que, al interior de “la medialuna”, existen numerosos sectores simpatizantes del MAS. En Pando, por ejemplo, sumando ausentismo y votos por el “NO”, un 64,7% habría apoyado al gobierno; en Beni, el mismo cálculo muestra que el 44,3% estaría en contra de la autonomía. Las jornadas electorales se caracterizaron por hechos violentos en varias regiones. En la localidad beniana de Yucumo -fronteriza con La Paz- los pobladores quemaron urnas y golpearon al subalcalde en plena calle. También incendiaron el material electoral los campesinos de Filadelfia, en el departamento de Pando, que el sábado habían obligado a "renunciar" al diputado Fermín Terrazas, bajo la acusación de haber contratado matones brasileños para intimidarlos. En la capital beniana, Trinidad, jóvenes se enfrentaron con palos y piedras con mototaxistas y simpatizantes masistas, con la destrucción una moto y al menos dos heridos. Los grupos de choque -la Unión Juvenil Cruceñista- portaron palos, piedras y armas de fuego, agrediendo a quienes manifestaban su voto por el “NO” al estatuto autonómico. Los sectores afines al gobierno bloquearon algunos caminos, quemaron urnas y boletas de sufragio y también golpearon a algunos ciudadanos por considerarlos autonomistas. A pesar de estar plenamente identificados los participantes de los hechos de violencia el Estado no sancionó a ninguna de las dos partes.
 Mientras se desarrollaban los enfrentamientos, algunas fracciones de la fuerza opositora parecían intentar acaudillar una salida dialogada, como es el caso del presidente del Senado y empresario cruceño Oscar Ortiz, que sostuvo que “Bolivia necesita un pacto. El gobierno debe reconocer el voto popular (en los referendos autonomistas) y propiciar un acuerdo nacional que se refleje en una nueva Constitución”. Ortiz reconoció que sin ello los estatutos autonómicos son inaplicables.
 Al mismo tiempo, el prefecto Costas pedía al sector agroindustrial acatar “coyunturalmente” las normas emitidas por el Gobierno de Evo (abastecer primero al mercado interno) para exportar aceite de soja y girasol refinado y crudo. Hasta ahora, sólo la empresa ADM-SAO, de la estadounidense Archer Daniels Midland, cumplía con esto y era autorizada a exportar. Sin embargo, las otras dos grandes empresas productoras de aceites, Fino del Grupo Romero del Perú y Rico de la Industria de Oleaginosas Sociedad Anónima (IOL.SA), propiedad de Branco Marinkovic, se resistían a cumplir y exigían que, en el marco de la autonomía, Costas les autorice a exportar. Marinkovic encabezaba la línea más radical, que planteaba que el gobierno, desde el triunfo de los estatutos autonómicos, no debería tener más relación con los sectores productivos, sino que debería dirigirse por intermedio del gobierno departamental, como sostuvo el presidente de la Cámara Agropecuaria del Oriente (CAO), Mauricio Roca. 

Del referéndum autonómico al revocatorio

En mayo, la escalada de enfrentamientos se disparó, fracturando incluso a la dirección de la fuerza opositora: Cordillera, la provincia más grande del departamento de Santa Cruz, rechazó el referéndum autonomista porque “pone en peligro la unidad de la nación boliviana”. La dirigencia planteó no sentirse representada ni por el “indigenismo” ni por el “autonomismo”, rechazando tanto la nueva constitución como los referéndums autonómicos, debido a que ambos seguirían entregando a las trasnacionales el control de los recursos nacionales.
 

El mismo mes, en la capital del Beni, en Trinidad, paramilitares dependientes de la prefectura atacaron a periodistas de la radio gubernamental Patria Nueva. También en mayo se produjeron uno de los enfrentamientos más violentos de los últimos años, por los que Evo debió suspender su visita a Sucre. Allí, con el objetivo de impedir la llegada de Morales, la oposición agredió a unos 50 trabajadores rurales gritandoles “¡De rodillas indios de mierda!”, mientras los obligaban a desnudarse y arrodillarse en la plaza principal. Incluso el Alcalde de Mojocoya fue forzado a quemar la bandera del MAS y la Wiphala (símbolo de las naciones originarias) bajo los aplausos del presidente del Concejo Municipal y con la ausencia de la policía y el Ejército, que no pudieron intervenir porque una multitud los obligó a replegarse en sus cuarteles.
 Ante estos ataques, la Federación de Campesinos declaró una huelga de hambre de sus dirigentes y el inicio de un bloqueo de caminos, cercando la ciudad, con el objetivo de iniciar un bloqueo escalonado de carreteras que provoque la renuncia de la alcaldesa de Sucre, Aydé Nava, del presidente del Comité Interinstitucional, Jaime Barrón, y del presidente del Comité Cívico, Jhonn Cava, responsables de la agresión. Esta medida fue, sin embargo, desautorizada por el gobierno de Morales, que instruyó el repliegue de los efectivos de la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas. Mostrando su impotencia, el gobierno central se limitó a expresar sus condolencias con los agredidos. Ante este ataque, la COB responsabilizó a “grupos pagados por los oligarcas y latifundistas de Sucre y la media luna”, advirtiendo “que de continuar este salvajismo fascista los mineros marcharemos en defensa de nuestros hermanos de clase para castigar a los culpables de estos atropellos que se vienen haciendo costumbre en Sucre y los departamentos donde  controlan las bandas fascistas de adinerados extranjeros”.
  

Sin embargo, también se observan diferencias en el campo oficialista: a fines de mayo, la dirección oficialista de la Central Obrera Boliviana (COB) suspendió en las ciudades de La Paz, El Alto, Oruro y Potosí, las marchas de protesta convocadas para condenar la escalada opositora y exigir al Presidente que cumpla con las demandas populares de tierra, trabajo, pan y más salario.
 Incluso el propio Morales instruyó a los dirigentes de Chuquisaca la suspensión de un bloqueo de caminos y un cerco sobre la ciudad de Sucre que estaba siendo organizado por organizaciones indígenas. 

La oposición centró sus demandas en siete condiciones para iniciar el diálogo: corregir la nueva Constitución, devolver a las prefecturas los recursos del IDH, reconocer la validez de los referendos sobre estatutos autonómicos, permitir la participación de la Iglesia católica, países amigos y dirigentes regionales en el diálogo, suspender las prohibiciones a las exportaciones agroindustriales, y diseñar un plan nacional para enfrentar a la inflación. El vicepresidente profundizó la estrategia dialoguista del gobierno al aceptar algunas de las condiciones impuestas: aquellas que tienen que ver con el ámbito de competencias del Congreso, trabajar por una verdadera Constitución pactada, evaluar los procedimientos prácticos para facilitar la representación de todos los sectores y la participación de la Iglesia y representantes de países amigos. Mientras, Santa Cruz profundizaba sus intentos separatistas constituyendo el Consejo Departamental -hasta ahora con funciones de fiscalización- en Asamblea Legislativa Provisional y cambiando el cargo del prefecto, Rubén Costas, en gobernador: el cartel de “prefectura departamental” fue reemplazado por el de “gobierno autónomo de Santa Cruz”.

Ante los hechos de violencia de Sucre, el avance de las autonomías y la tibieza del gobierno, la COB decretó una huelga general indefinida el 16 de junio, que incluyó movilizaciones y bloqueos de caminos a nivel nacional, con el objetivo de “frenar la rebelión de la oligarquía y obligar al presidente Evo Morales a cumplir con sus promesas de acabar con el neoliberalismo, profundizar las reformas y mejorar la calidad de vida de la población”, es decir, cumplir con la “Agenda de Octubre”, que postula la expropiación y pase al Estado de las empresas transnacionales del gas, petróleo y minerales, la expropiación de los latifundios y la entrega de tierras para los campesinos, el aumento general de sueldos y salarios, el control de precios de los alimentos y la aprobación de una nueva ley de pensiones. Esto fue anunciado, desde la Central Obrera de Oruro, por el minero Jaime Solares, dirigente de los levantamientos populares de 2003 y 2005. El programa defendido por los mineros plantea que la “lucha debe ir dirigida a arrebatar la fuente del poder económico de esta minoría oligárquica y latifundista. Eso significa luchar por el cumplimiento de las Agendas de 2003 y 2005, nacionalizando las empresas trasnacionales y recuperando las empresas capitalizadas”.
 Las críticas de la COB se concentraron en exigirle a Evo que abandone su política conciliadora y que el Estado administre a las empresas por medio de un control social. 

Ante esta escalada, tanto el gobierno como un sector de la oposición acordaron el llamado a un referendo revocatorio para los cargos de presidente, vicepresidente y para todos los prefectos. Sin embargo, los sectores más radicales de ambas fuerzas consideraban que la votación tan sólo ratificaría una situación de hecho y no resolvería la crisis política Por ello, las bases del MAS creían urgente retomar la movilización y la lucha para recuperar el control de las calles y así evitar que la “oligarquía” afiance más su poderío. El balance de estos sectores no fue errado: el 10 de agosto Evo Morales fue ratificado en el cargo con el 67,4% de votos y, de 8 prefectos, 2 fueron revocados y 6 ratificados. Los dos prefectos derrotados pertenecían al campo opositor, y fueron ser reemplazados mediante elecciones. Morales aumentó su votación casi 14% en relación al respaldo obtenido en el año 2005, cuando fue elegido Presidente con un 54%. 

Del referéndum revocatorio a la masacre de Pando

A pesar de que las fuerzas enfrentadas consolidaron su posición y de los numerosos llamados al “diálogo”, luego de la jornada electoral se potenciaron los antagonismos. Mientras las bases del MAS reclamaron “mano dura”, la oposición endureció su postura.
 El 11 de agosto, a pesar del llamado de Evo y la Iglesia al trabajo conjunto, la respuesta de las prefecturas fue unánime: nada se no negociará si antes el Ejecutivo no devuelve el IDH. Además, aseguraron que las regiones profundizarán el camino del autonomismo a través de la elección de legisladores propios y de la formación de una fuerza de seguridad que garantice el cumplimiento de los estatutos autonómicos votados en los referéndums. Mientras, los sectores sociales afines al MAS se movilizaban para dar vía libre al plebiscito por la tierra y la consulta sobre el nuevo texto constitucional.: “No puede seguir postergando digan lo que digan, por lo tanto, máximo en tres meses después debe aprobarse la nueva Constitución”, manifestó el dirigente cocalero, Julio Salazar, e indicó que el Gobierno debe privilegiar las dos consultas. El 14 de agosto, la oposición instaló piquetes de huelga de hambre para presionar al gobierno y el 15 rompieron la mesa de diálogo, declarando un paro cívico con movilizaciones para el 19 y amenazando con la toma de oficinas públicas. Otro de sus objetivos era retrasar la elección de los prefectos que reemplazan a los revocados, aunque el eje del debate continuaba girando en torno al origen del financiamiento del beneficio mensual para los mayores de 60 años.
 Por otro lado, las bases del MAS comenzaron a enumerar a sus enemigos en el gobierno: el dirigente de la Federación de Campesinos de La Paz, Remigio Figueroa, planteó que los ministros de la Presidencia, Juan Ramón Quintana, de Desarrollo Rural, Susana Rivero, y el viceministro de Coordinación con los Movimientos Sociales, Sacha Llorenti “no velan por el interés del pueblo, sino de un grupo de personas que nosotros no conocemos”.
 El 18 de agosto, el Ejecutivo ordenó reforzar la custodia de las instituciones públicas con la Policía Militar, en previsión de posibles tomas el día de la protesta opositora.  Pese a las medidas, el 19 de agosto, la Unión Juvenil Tarijeña (UJT) tomó las oficinas de la Agencia Regional de la Aduana, en Tarija. El dirigente de la UJT, Sergio Rales, planteó que la toma “pacífica” forma parte de las reivindicaciones por el IDH y para consolidar las autonomías departamentales: “Es para que la Aduana dependa de la Prefectura de Tarija”.
 El día del paro, en Santa Cruz, se registraron enfrentamientos entre la Juventud Cruceña y la Juventud Popular, con un saldo de 15 heridos. Mientras el gobierno renovaba los llamados al diálogo, Beni, Pando y Santa Cruz decidieron bloquear las rutas desde el día 20, jornada en que los ganaderos de Beni y Santa Cruz cortaron el suministro de carne a La Paz. El 21 de agosto, continuaron las tomas: unos 150 integrantes de la Unión Juvenil Beniana (UJB) y el Comité Cívico Juvenil tomaron el Servicio Departamental de Educación (Seduca), en Trinidad, demandando que la institución pase a la administración de la Prefectura. Ante estos hechos, Evo llamó al Ejército a defender la unidad nacional. El llamado fue levantado por la Federación Única de Trabajadores y Pueblos Originarios de Chuquisaca (Futpoch),  que el 22 devolvió el ataque opositor con el bloqueo de todos los accesos a Sucre, logrando su aislamiento. A través de cabildos y ampliados, la Federación eligió subprefectos, a los que buscó imponer por medio de la movilización.

El 24 de agosto, el gobierno redistribuyó por decreto el fruto del IDH, provocando la reacción de la oposición, que esperaba decidir sobre su destino y solicitó a las organizaciones realizar una cruzada de encuentros departamentales que garantice el triunfo del “SI” a favor del proyecto constitucional, solicitando además que le ayuden a “administrar el 67% de votos”.
  Los días siguientes se profundizaron los cortes de rutas opositores que, a los bloqueos de los caminos a Paraguay y Argentina, le sumaron los de Chuquisaca, Potosí, Santa Cruz y Brasil. Sin embargo, el frente secesionista mostró algunas diferencias cuando, el 25, la Federación de Ganaderos del Beni (Fegabeni) suspendió la prohibición de mandar carne al occidente del país, después de que sus afiliados perdieran en siete días de paro alrededor de un millón de dólares. El 27, la oposición tomó el 90% de los peajes de rutas, impidiendo el cobro a los pasajeros y el 28, los prefectos de “la medialuna” anunciaron que boicotearán cualquier consulta sobre la nueva Constitución y sobre la Ley de Tierras. A pesar de la amenaza, la presión del Consejo Nacional por el Cambio (Canalcam), formado por organizaciones de base masistas, dio sus frutos: el gobierno llamó a un referendo nacional para ratificar la Carta Magna aprobada por la Constituyente y dirimir la extensión del latifundio para el 7 de diciembre de 2008. En la misma fecha se deberá elegir a los prefectos de La Paz y Cochabamba, y a subprefectos y consejeros departamentales. Inmediatamente, los prefectos y cívicos del oriente manifestaron que la convocatoria es ilegal e inconstitucional. El 30 de agosto, cuando sectores oficialistas se aprestaban a ingresar en la plaza principal de Santa Cruz para festejar el decreto gubernamental, grupos opositores los atacaron a golpes.
 Pese a los niveles de violencia, ni la Policía Departamental ni la Guardia Municipal intervinieron en ningún momento. Ese mismo día, la oposición puso en marcha un plan para detener las consultas por medios judiciales. Al otro día, la Corte Nacional Electoral (CNE) no aprobó el decreto y pidió que se convoque a ambas consultas por ley congresal. Pero también ordenó detener la elección de asambleístas (convocadas para enero de 2009) en las regiones autonomistas.

El 1 de septiembre, los cívicos del Chaco bloquearon el acceso al campo hidrocarburífero San Alberto, el productor de gas más grande de toda Bolivia, explotado por Petrobrás. El 2, fue tomada una oficina dependiente de la agencia USAID, hecho que el gobierno justificó. La agencia de cooperación de Estados Unidos ya había sido expulsada de Cochabamba el 25 de junio porque, según los productores de coca, conspiraba contra el gobierno. Ante este escenario, el 4 de septiembre, los miembros del Consejo Nacional Democrático (Conalde) de los departamentos de Santa Cruz, Beni, Pando, Chuquisaca, Cochabamba y Tarija, resolvieron: 

“1) Masificar el bloqueo de carreteras (…) 2) Rechazar e impedir el propósito del Gobierno central de imponer un texto de reforma constitucional (…) 3) Ratificar nuestra decisión de profundizar la implementación de los estatutos autonómicos aprobados por nuestros pueblos (…) 4) Denunciar al pueblo boliviano la persecución política del Gobierno central a las autoridades departamentales y los dirigentes cívicos, con juicios sin basamento legal alguno; 5) (…) conformar un frente amplio en defensa de la democracia, que trabaje por la pacificación nacional y la recuperación plena de la democracia”.

Para el 5 de septiembre, la oposición ya dominaba en Pando cinco instituciones estatales (el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), la Superintendencia Forestal, la Administradora Boliviana de Carreteras (ABC), las oficinas de Migración en la ciudad fronteriza de Cobija y la Aduana Nacional), mientras que, en Tarija, los universitarios tomaron la oficina del Servicio de Impuestos Nacionales (SIN).  Evo denunció que detrás de estas ocupaciones existía un intento de dar un “golpe civil”. Para el 6 de septiembre, las tomas, asedios a campos petroleros y bloqueos fronterizos impidieron el normal abastecimiento de gas licuado de petróleo (GLP) y diesel en Bolivia, lo que puso al país al borde de la crisis energética. El mismo día, las tomas de instituciones públicas ya habían llegado a once a lo largo de toda “la medialuna”. En Cobija, tres oficiales del Ejército fueron tomados como rehenes por cívicos y funcionarios regionales cuando se disponían a abastecer de gas lacrimógeno a las fuerzas estatales que custodiaban las entidades públicas. El 8 de septiembre comenzaron a desarrollarse enfrentamientos entre los viajeros y quienes bloqueaban los caminos, como sucedió en San Carlos. El 9 de septiembre, se produjo en Santa Cruz un violento levantamiento opositor que finalizó desplazando a las fuerzas de seguridad y con el copamiento de 22 entidades estatales. Los enfrentamientos en Santa Cruz y Tarija continuaron al otro día, dejando un saldo de 97 heridos. La oposición avanzó sobre otras 14 instituciones estatales. 

Evo Morales reaccionó expulsando al embajador norteamericano, Philip Goldberg, a quien acusó de entrometerse en la política interna, fomentando la división nacional. El 11 de septiembre los combates alcanzarán niveles inéditos: en la ciudad de El Porvenir, en Pando, un grupo de sicarios llevó adelante una masacre contra trabajadores rurales, dejando un saldo de 25 muertos y 106 desaparecidos.
 El ministro de Gobierno, Alfredo Rada, aseguró que los campesinos fueron emboscados por personal de la prefectura.
 Los agresores no perdonaron ni a mujeres embarazadas ni a niños, que fueron arrojados al río Tahuamanu luego de ser asesinados.
 Las víctimas plantearon que, cuando la Prefectura comenzó el ataque, la Policía no sólo no intervino, sino que huyó. Luego de los hechos, Evo declaró el estado de sitio en Pando y retomó el control del aeropuerto a través de las fuerzas armadas, provocando un saldo de dos muertos. El prefecto llamó a la población a desobedecer el estado de sitio, lo que llevó a enfrentamientos armados entre el ejército y fuerzas irregulares, el 13 de septiembre. Al salir a la luz la magnitud de la masacre, gobierno y oposición volvieron a mostrar voluntad de encontrar una salida “negociada” a través del “diálogo”.


El GAN: un diálogo muerto antes de nacer

Luego de la masacre, Evo inmediatamente convocó a un “Gran Acuerdo Nacional”. El “diálogo político” incluyó los cambios constitucionales, en particular la demanda de autonomías departamentales y la redistribución del impuesto a los hidrocarburos.
 El 5 de octubre, “técnicos” del gobierno y la oposición presentaron un documento que planteaba una propuesta de ajustes a la Constitución Política votada en Sucre, a fines de 2007.
 Al otro día, los prefectos opositores aseguraron que no firmarán ningún acuerdo con el gobierno ni aceptarán el referéndum en sus regiones.
 A pesar de la negativa, desde el 8 de octubre se retomó el diálogo legislativo con una serie de críticas opositoras a la Constitución oficialista: 1) al  artículo 1 (que constituye a Bolivia en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, descentralizado y con autonomías) por caracterizar que borra la Nación y la nacionalidad boliviana; 2) la elección por voto directo de las autoridades del Poder Judicial, aludiendo su probable politización; 3) la creación de una justicia comunitaria con igual jerarquía que la ordinaria y la imposibilidad de revisar sus decisiones; 4) el mandato presidencial de 5 años con una posibilidad de reelección; 5) la consulta a los pueblos indígenas para explotar los recursos naturales no renovables existentes en el territorio que habitan y la declaración de los recursos naturales e hidrocarburos como propiedad de los bolivianos; 6) el artículo 108, que plantea que “la información y las opiniones emitidas a través de los medios de comunicación social deben respetar los principios de veracidad y responsabilidad”, por considerar que vulnera la libertad de expresión; 7) la obligatoriedad de que los funcionarios deberán hablar, obligatoriamente, el español y una lengua originaria, lo que plantean como discriminatorio.

Es evidente que los puntos críticos son la reelección de Evo (que estaría habilitado a gobernar por 10 años más) y la propiedad de los recursos naturales. Al respecto, el MAS intentó calmar las aguas: el senador Félix Rojas aclaró, sobre la propiedad de los recursos, que sólo buscan garantizar que pertenecen al Estado boliviano y que no serán vendidos. Con respecto a la propiedad de la tierra, el MAS insiste en llamar a un referendo que dirima su extensión, que el proyecto constitucional plantea limitar en 5.000 ó 10.000 hectáreas.
 A los pocos días el MAS concedió la incorporación de los términos “nación” y “república”. 

Anticipándose a un eventual fracaso del diálogo, las regiones opositoras ya preparan la resistencia. El director de Autonomías de la Prefectura de Santa Cruz, Carlos Dabdoub, anunció el 10 de octubre la conformación de un frente amplio de defensa de la democracia, que planifique la movilización social para rechazar la propuesta oficialista.
 Evo respondió organizando una marcha que, luego de recorrer 200 kilómetros, arribará a La Paz el lunes 20 de octubre, con la participación de unas 140 organizaciones.
 “¡La derecha no pasará!”; “¡Bolivia libre sí, colonia yanqui no!” y “¡Patria o muerte, venceremos!” son las principales consignas esgrimidas. Semejante demostración, como ya dijimos, no tuvo otro objetivo que hacer pasar gato por liebre, ya que, en las negociaciones, Evo entregó la Nueva Constitución al enemigo. Más de 100 artículos de la Constitución redactada por la Asamblea de Oruro, a fines del año pasado, han sido modificados. Una de las principales reformas es que Evo Morales sólo podrá gobernar por un período más, desde 2009 a 2014. Sin embargo, esto no es lo más notorio. La Constitución “notablemente mejorada” plantea que el referendo por la tierra no será de cumplimiento retroactivo, sino que comenzará a implementarse a partir de la nueva Constitución. Es decir que las propiedades que están en pleno uso y “con función económica social” no serán afectadas. Por esta razón, Jorge Quiroga, destacado opositor, dijo que ahora el proyecto garantiza el respeto a la propiedad privada. Asimismo, el vicepresidente se encargó de tranquilizar a los capitalistas bolivianos: “no van a ser afectadas [las empresas] en tanto las empresas productivas están cumpliendo la función económica y social en sus 5 mil, 7 mil 10 mil, 15 mil o 20 mil hectáreas…”. El diario La Prensa resumió la clave del consenso: “se establece el respeto a la propiedad privada, la cual no será sujeta a reversión y el referéndum de tierras regirá para lo venidero y no afectará a las dotaciones anteriores”. Se prohíbe el “latifundio”, aunque por él se entiende un concepto muy particular, que deja en pie la actual estructura social boliviana: “Se entiende por latifundio la tenencia improductiva de la tierra; la tierra que no cumpla la función económica social; la explotación de la tierra que aplica un sistema de servidumbre, semiesclavitud o esclavitud en la relación laboral o la propiedad que sobrepasa la superficie máxima zonificada establecida en la ley”. En lo referido a las autonomías se reconocen tres niveles: departamental, municipal e indígena, con capacidades, incluso, legislativas. Finalmente, el gobierno aceptó los estatutos votados en la medialuna, aunque con una débil salvedad: deberán adecuarse a la nueva Constitución. 
1.3. Ecuador

“El pueblo ecuatoriano comprendió que la soberanía radica en él. 

Cuando sus mandatarios le engañan, le traicionan, le mienten y roban 

su dinero, el pueblo soberanamente puede levantarse y decirles ¡basta!”

Lucio Gutiérrez, ex presidente de Ecuador, derrocado por el pueblo

En el año 2000, la “Rebelión de Quito”, mediante cortes de ruta y cacerolazos, derrocó al Presidente ecuatoriano Jamil Mahuad, que había anunciado por radio y televisión la dolarización de la economía y la profundización del proceso de privatizaciones y de flexibilización laboral. Semejante capacidad de acción no es excepcional en el pueblo ecuatoriano: tres años atrás, habían hecho lo propio con Abdalá Bucaram y, cinco años después, con su otrora líder antiimperialista, Lucio Gutiérrez. Efectivamente, el pueblo ecuatoriano arrasó con tres gobiernos asumidos por medio de elecciones. Desde que asumió, Rafael Correa intentó mostrarse como un legítimo representante de este proceso. Sin embargo, su “revolución ciudadana” parece haberse montado sobre un caballo difícil de domar.

Las condiciones de la rebelión permanente

La República del Ecuador, ubicada entre Colombia y Perú, posee un territorio de 264.370 Km2 y una población de 12.156.608 habitantes, de la cual el 61% es urbana y el 39% rural.
 Quito, su capital, y Guayaquil, son sus ciudades más importantes. Sus principales riquezas, el agua, el petróleo y los minerales, ubicadas en la Región Oriental, no benefician a las grandes mayorías: un 61,3% de la población se encuentra por debajo de la línea de “pobreza por necesidades básicas insatisfechas” y un 31,9% en situación de “pobreza extrema”. A ello debemos sumar una tasa de analfabetismo del 9%, un promedio de escolaridad de 7,3 años y que tan sólo la mitad de la población tiene acceso regular a los servicios de salud.

Constitucionalmente, Ecuador "es un Estado social (…) pluricultural y multiétnico", que acepta la existencia de trece nacionalidades y pueblos, que no afectan ni la soberanía ni la unidad del Estado: Awá; Chachi; Epera y Tsa´chila y el Pueblo Manta-Huancavilca; Kichwa (a la cual pertenecen 13 pueblos); Achuar; A'I Cofán; Huaorani; Secoya; Shiwiar; Shuar; Siona; Zápara y Kichwa Amazonia.
 

En términos económicos, la rama petrolera es el principal sostén de su crecimiento reciente. El valor del barril de petróleo pasó de 21,8 dólares en 2002 a 72,3 dólares en 2008,
 aumento que redundó en un crecimiento de la balanza de cambios, que creció de un -3,9 en 2002 a un 5,7 este año. La incidencia del petróleo es evidente si tenemos en cuenta que la balanza “no petrolera” cayó, en el mismo lapso, de un -7,9 a un -9,2 y que, en 2006, de un total de 12.728 millones de dólares exportados, 6.934 millones correspondieron a petróleo, 2.899 millones a manufacturas y 1.213 millones a bananas.
 Sin embargo, la rama petrolera no es de las más poderosas a nivel mundial: hacia mayo de 2007, mientras Venezuela producía unos 2.4 millones de barriles diarios, Ecuador alcanzaba los 511.425.
 Semejantes diferencias resaltarán al compás de la crisis mundial: del 21 de octubre al 1 de diciembre de 2008, el barril de petróleo se derrumbó de 70,89 dólares a 49,28 dólares
, lo que explica la preocupación del Banco Mundial, que plantea para Ecuador que “el entorno externo se deteriora rápidamente como resultado de la crisis global” y que “poder manejar [sus] efectos (…) será uno de los desafíos más importantes en el futuro cercano”.
 Desafío que se magnifica a la luz de la historia reciente del pueblo ecuatoriano…

Una clase en helicóptero

Entre 1996 y 2006, se sucedieron los gobiernos de Abdalá Bucaram (1996-1997); Rosalía Arteaga (sólo varios días); Fabián Alarcón (1997-1998), Jamil Mahuad (1998-2000), Gustavo Noboa (2000-2003), Lucio Gutiérrez (2003-2005) y Alfredo Palacio (2005-2007). Es decir, siete gobiernos en diez años, de los cuales tres llegaron al poder por medio de elecciones y fueron derrocados por movilizaciones de masas.

Abdalá Bucaram (1996-1997), del Partido Roldosista Ecuatoriano (PRE), cargaba ya con seis años de luchas, iniciados en 1990 con el primer levantamiento que paralizó al país.
 Las masas respondían a un proceso de ajuste que implicó una reducción del 37% del gasto social entre 1996 y 1999, una reducción salarial del 47,7% entre 1980 y 1996, y un aumento del desempleo del 6,1% al 11% entre 1990 y 2004.
 Semejante ataque determinó la reacción que finalizó con el derrocamiento de Bucaram, que contaba con sólo seis meses en el poder. 

El siguiente presidente electo, Jamil Mahuad, intentó detener las movilizaciones a través de una reforma constitucional que incorporó algunas de las reivindicaciones indigenistas, como declarar a Ecuador país “pluricultural y multiétnico”. Claro que poco importó esto cuado estalló la crisis de fines de los ’90 y Mahuad protegió a su verdadero amo: impuso un tope a los retiros de ahorros (un corralito a la ecuatoriana), dolarizó la economía y profundizó el proceso de privatizaciones y de flexibilidad laboral, que provocaron el relanzamiento del movimiento de masas.
 Ellas habían preparado el terreno con la creación de un organismo de doble poder: el Parlamento de los Pueblos, que llamó a la desobediencia civil y asumió los poderes del Ejecutivo.
 El 21 de enero de 2000, la Rebelión de Quito derribó al gobierno e instauró una Junta de Salvación Nacional, integrada por el coronel Lucio Gutiérrez, el presidente de la CONAIE, Antonio Vargas, y Carlos Solórzano, ex presidente de la Corte Suprema de Justicia.
 Sin embargo, renunciaron ante la oposición de los partidos y cámaras empresariales burgueses, permitiendo que, al otro día, asuma el vicepresidente, Gustavo Noboa, que continuó con el programa de Mahuad. 

El nivel de conflictividad determinó, tres años después, la elección de uno de los dirigentes de la Rebelión de Quito: Lucio Gutiérrez. Representando al Partido Sociedad Patriótica 21 de Enero (PSP), triunfó con amplio apoyo de los movimientos sociales e indigenistas. Asumió el 15 de enero de 2003, con la presencia de Fidel Castro y Hugo Chávez, prometiendo luchar contra la corrupción y el neoliberalismo. No obstante, olvidó su discurso progresista a los tres días, cuando aumentó los combustibles un 35%, redujo los salarios de empleados públicos un 20% y congeló el gasto público.
 A los pocos meses, incluso las organizaciones más conciliadoras ya lo habían abandonado, reincorporándose al torrente insurreccional. La conflictividad creció hasta la noche del 13 de abril de 2005, cuando unos 5 mil manifestantes con cacerolas, al grito de “que se vayan todos”, exigieron la salida del presidente. Lucio Gutiérrez ordenó la represión y decretó el estado de emergencia, pero la intensificación de las protestas quebraron al ejército, que no reprimió, y el miércoles 20, ante 50 mil personas que pedían su cabeza, Lucio Gutiérrez escapó en helicóptero del Palacio Presidencial.

Semejante triunfo tampoco llevó al poder a un gobierno revolucionario, sino al vicepresidente Alfredo Palacio, que continuó en su cargo hasta las elecciones de 2006. Ese año, Rafael Correa basó su campaña en mostrarse como el representante del movimiento insurreccional, planteando acabar con el neoliberalismo y la “partidocracia”, detener las negociaciones del Tratado de Libre Comercio, renegociar la deuda externa, disputar una mayor porción de la renta petrolera y no renovar la posesión de la base de Manta a EE.UU.
 Desde que asumió la presidencia, en enero de 2007, otorgó una serie de concesiones a las masas: llamó a una Asamblea Constituyente, incrementó el gasto social en los sectores más movilizados (salud y educación), aumentó los salarios obreros, y en los primeros seis meses duplicó el monto del Bono de Desarrollo Social (de 15 a 30 dólares) y el de Vivienda (de 1800 a 3600 dólares).

Sin embargo, y a pesar de manifestarse como un defensor del “socialismo del siglo XXI”, ya perdió el apoyo de la CONAIE que, en mayo de este año, rompió con él y llamó a levantarse contra su gobierno. Correa respondió que prefiere irse a la casa antes que permitir que los indígenas le impongan su agenda y que los millonarios ingresos por recursos naturales no pueden quedar en manos de un grupo, "por sufrido y postergado que haya sido".

El caudal de las aguas nuevas

La burguesía ecuatoriana atraviesa, desde mediados de los ’90, una crisis de hegemonía que le impide reconstruir un Partido que ate a las masas a la legalidad burguesa y detenga su tendencia a la acción directa. La debilidad de la economía y la ausencia de una renta poderosa, similar a la de Venezuela o la Argentina, le impide imponer un reformismo con una cierta capacidad de mantenerse en el tiempo. Los sucesivos gobiernos llegaron al poder como resultado de insurrecciones e intentaron contener a las masas otorgándoles algunos de sus reclamos. Los levantamientos le arrancaron a la burguesía una mayor cantidad de concesiones: de la reforma constitucional de Mahuad se pasó al gobierno de uno de los dirigentes de la Rebelión de Quito y, de allí, a la “revolución ciudadana” de Correa. 

Por otro lado, a pesar de los propagandistas de los “nuevos movimientos sociales”, la clase obrera y la pequeña burguesía tienen un rol central en el proceso ecuatoriano: estudiantes, docentes, médicos, obreros, jubilados y trabajadores estatales se movilizaron a través de sus gremios. También las centrales obreras y “campesinas” tienen un papel dirigente, destacándose el Frente Unitario de Trabajadores (FUT), la Central de Trabajadores del Ecuador (CTE), la Federación Nacional de Afiliados al Seguro Social Campesino (FEUNASSC) y la Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras (FENOCIN). Sin embargo, quedó en manos de los partidos, frentes y coordinadoras la función de llevar a un plano político las reivindicaciones sectoriales: la CONAIE, la Coordinadora de Movimientos Sociales, el Frente Popular, el Partido Comunista, el Socialista, la Federación de Indígenas Evangélicos del Ecuador (FEINE), el Movimiento Pachakutik, el Movimiento Popular Democrático y el Congreso Nacional de los Pueblos, con programas contradictorios y en diferentes momentos, se incorporaron al torrente insurreccional.

2. Un reformismo tardío y un bonapartismo abortado: El Salvador y Honduras

2.1. El Salvador

En El Salvador, el movimiento Farabundo Martí llegó al poder. Sí, los guerrilleros ahora están en casa de gobierno. Claro que no como producto de la derrota militar de la burguesía, sino mediante los mecanismos que ésta impuso: la democracia. Con todo, la conquista fue saludada por todo el arco progresista como una señal de que América Latina marcha inexorablemente hacia la transformación social de la mano de sus presidentes. Un mejor examen de lo que propuso Mauricio Funes, ganador de las elecciones, puede revelarnos que detrás de las casacas rojas no hay siquiera una intención de acercarse al reformismo.

Desde los inicios de la campaña, Funes decidió alejarse de las FARC y de Chávez, para arrimarse al modelo de Lula y de Obama. El año pasado, sin demasiadas vueltas, el candidato afirmó que lo único que unía al actual FMLN con la vieja guerrilla eran sus siglas. En su búsqueda de apoyos corporativos, Funes sedujo al Ejército y a los empresarios. Al primero le propuso exonerarlo del pago del impuesto de la renta y mejorar las condiciones laborales y de infraestructura. Frente a la Cámara Americana de Comercio, se alejó de todo fantasma “intervensionista”, asegurando que implementaría “un marco regulador donde el gobierno no tenga necesidad de intervenir. Más bien, que regule los excesos o abusos del mercado”.
 A su vez, para que el empresariado salvadoreño radicado en los EE.UU. le diera su apoyo, Funes aseguró que “la izquierda le ha perdido el miedo a los empresarios”.

El mismo día de la victoria, llamó a dejar de lado “la confrontación y el revanchismo”, caracterizando que los salvadoreños han firmado “un nuevo acuerdo de paz, de reconciliación del país consigo mismo”. Planteó, además, que su gobierno apuntará a realizar “grandes acuerdos en materia fiscal, financiera y salarial” y a un aumento de la productividad que permita acelerar el crecimiento económico para enfrentar la crisis mundial.
 En su discurso, llamó fortalecer las relaciones con EE.UU. Debemos tener en cuenta que el mercado estadounidense es el principal destino de las exportaciones salvadoreñas. Esta poderosa relación entre ambos países se expresó en el hecho de que El Salvador fue el único país latinoamericano que aportó soldados para la ocupación en Irak. El apoyo de Funes significa la continuidad del apoyo militar a las futuras incursiones norteamericanas.


Revolución y contrarrevolución en El Salvador


El FMLN tiene una rica historia que nos remonta a Agustín Farabundo Martí Rodríguez, fundador y dirigente del Partido Comunista salvadoreño (PCES). Martí fue fusilado en 1932, juzgado y condenado por un tribunal militar, luego de participar de un levantamiento contra el gobierno, que derivó en la masacre de 15.000 personas. Desde aquella época, El Salvador atravesó una profunda crisis de hegemonía que se tradujo en una continua inestabilidad política. 

El fracaso de la estrategia reformista del PCES llevó a que, en 1970, una fracción se desprendiera: las Fuerzas Populares de Liberación Farabundo Martí (FPL), levantaron un planteo guevarista. En aquella década, un proceso revolucionario en marcha fue enfrentado con un golpe de estado, en 1979. La destrucción de la fuerza revolucionaria no pudo tomar la forma “clandestina”, como en América del Sur. Por el contrario, fue necesario apelar a masacres abiertas. En algunos casos, se llegó hasta la exhibición pública de cadáveres.
 La respuesta a estos ataques salvajes fue la conformación de frentes de masas cada vez más amplios: el FPL, el PCES y la Resistencia Nacional forjaron la Dirección Revolucionaria Unificada, que derivó, en 1980, en la fundación del FMLN, al que se sumó el Partido Revolucionario de los Trabajadores Centroamericanos (PRTC). En enero de 1981, la guerrilla encabezó una ofensiva general que no llegó a tomar el poder y que profundizó, en cambio, una cruenta y prolongada guerra: entre 1980 y 1981, la Junta ya había asesinado a 32.000 personas, financiada por la burguesía salvadoreña y el gobierno de los Estados Unidos.
 Esta derrota inapelable fue la que preparó el camino para la “democracia”. Ya en 1981 se sentaron las bases de los partidos que actualmente dominan la política salvadoreña: el asesino del cura Romero, Roberto D´Abuisson, fundó el partido Arena. Por su parte, el FMLN abandonó su estrategia revolucionaria para aliarse con el socialdemócrata Frente Democrático Revolucionario (FDR). Luego de más de 12 años de guerra civil, los Acuerdos de Paz de 1992 consagraron el cierre de la crisis y la plena hegemonía burguesa en la región. Se inauguraba el ciclo contrarrevolucionario. 


Piquete y cacerola


Vimos que el FMLN no es un partido revolucionario. Tampoco se postuló como dirección de un gobierno reformista. Sin embargo, de una extraña manera, tienen razón los que plantean que en El Salvador, asistimos a un giro a la izquierda. El problema es comprender qué es lo que ha girado. El éxito de Funes representa algo más que un mero recambio al interior de la burguesía. Estamos ante un primer síntoma de la interrupción del ciclo iniciado en 1992. Luego de casi dos décadas, las masas comenzaron a levantar cabeza. Es cierto que se trata de un fenómeno que abarca al continente y que se manifiesta en forma desigual. Sin embargo, la derrota de la derecha no puede reducirse a un mero “contagio”. Si bien ayudadas por el clima de época, en El Salvador, la clase obrera ha recorrido, también, su propio camino. 

Durante el 2008, las masas salvadoreñas se movilizaron al calor de la profundización de la crisis. Algunos analistas llegaron a plantear que las protestas posibilitaron “que los actores demandantes arrebaten la agenda a los medios de comunicación e incluso a los principales partidos políticos en contienda (Arena y FMLN) y asuman la directriz de lo que se está y debe discutir en el país”.
 Los trabajadores de la salud, de la educación, del campo, transportistas, estatales, administrativos y judiciales reclamaron por una importante cantidad de reivindicaciones: que los salarios no se devalúen por la inflación, contra la flexibilidad laboral, contra la privatización del seguro social, contra la enorme cantidad de despidos, por el derecho a la organización sindical independiente. Sin embargo, el reclamo principal que acompaño al conjunto de las movilizaciones es la lucha contra la desocupación.

Al igual que en el resto de América Latina, aunque con menores niveles de conflictividad, los trabajadores utilizaron las más variadas formas de lucha: huelgas, movilizaciones, cortes de rutas y tomas de oficinas. En septiembre, el sindicato de Trabajadores de la Industria del Transporte cortó, por dos horas, la ruta Panamericana exigiendo la reincorporación de 75 trabajadores despedidos. Hicieron lo propio los sindicatos de empleados de la salud y del Instituto Salvadoreño del Seguro Social, que cortaron las calles para denunciar la entrega de medicamentos vencidos y contra los despidos de obreros sindicalizados. También interceptaron la Panamericana los vecinos de los barrios Residencial Santa Lucía y Cima I, en reclamo por la finalización de obras de gobierno incumplidas. Asimismo, la Federación Sindical de El Salvador instaló un piquete, en una de las avenidas principales, y se movilizó a la Asamblea Legislativa exigiendo la reducción de los precios de la canasta básica. Tampoco faltaron los cacerolazos que, frente al Banco Central y el Ministerio de Economía, en protesta contra el alto costo de los productos básicos. Como vemos, en El Salvador se está gestando una alianza entre la pequeña burguesía pauperizada y la clase obrera ocupada y desocupada, con una fuerte tendencia a la acción directa: corte de rutas y movilización hacia los edificios gubernamentales. Ahí se encuentra el verdadero cambio en la política salvadoreña. El triunfo del FMLN es una expresión de ese cambio. A su vez, el partido ahora gobernante intenta dirigir ese ascenso de masas, contenerlo y canalizar sus demandas dentro del sistema. 


2.2. Honduras
Por la mañana del domingo 28 de junio, unidades militares ametrallaron la casa del Presidente de Honduras, Manuel Zelaya, llevándolo secuestrado a Costa Rica, donde aún permanece hospedado por el gobierno. Inmediatamente, mandatarios y organizaciones de todo el mundo salieron a denunciar un nuevo atropello contra la “democracia”. A la hora en que los soldados dispararon las primeras balas, el país se encontraba en medio de una consulta popular para reformar la constitución. Defienden el llamado a una Asamblea Constituyente las organizaciones obreras, campesinas y estudiantiles, que buscan profundizar su incidencia en el control y manejo del Estado. El mismo Zelaya declaró que la reforma serviría para acabar con un sistema “que sólo defiende a los poderosos, los ricos y los banqueros”. Frente a ellos, y luego de intentar todo tipo de boicot a la votación, el ejército dio el golpe reclamado por los empresarios, la Iglesia, el Tribunal Supremo Electoral, la Corte Suprema, la Fiscalía General, el Congreso y la Procuraduría General. El obispo auxiliar de Tegucigalpa, monseñor Darwin Andino, había afirmado que "la Iglesia católica y todo cristiano no respaldan la ilegítima consulta del gobierno por ser inaceptable, y en el que está la mano del presidente Hugo Chávez''. El jueves, el ejército se había negado a repartir las urnas, por lo que el Presidente destituyó a su jefe, el General Romeo Vásquez, y aceptó la renuncia del ministro de Defensa, Edmundo Orellana. Pero la Corte Suprema y el Congreso restituyeron al general en su puesto. Mientras la OEA “auditaba” el proceso y llamaba al “diálogo nacional amplio”, la burguesía hondureña, que es conciente de la imposibilidad de semejante consigna, pergeño el ataque. 

El intento de Zelaya

Antes del golpe, Honduras era testigo de la radicalización de un proceso reformista que tenía perspectivas de concretar ciertas transformaciones sustantivas. El presidente Mel Zelaya, ex integrante de uno de los partidos tradicionales burgueses, se hizo con el poder a través de un vuelco a la izquierda, posicionándose con la Venezuela de Chávez e incorporándose a la ALBA (Alternativa Bolivariana para América Latina y El Caribe). A su vez, impulsaba la entrega de tierras, a trabajadores rurales movilizados, e incrementaba el salario mínimo a 4.500 lempiras en el área rural (cerca de 225 dólares) y 5 mil lempiras en zonas urbanas (cerca de 250 dólares). De hecho, en mayo de este año, El Heraldo de Tegucigalpa protestaba porque “Mel” dejaba a la economía hondureña “al borde del colapso”. En este proceso de supuesto descalabro, El Heraldo de Tegucigalpa, destacaba el aumento de “la masa salarial”, que en 2005 habría alcanzado los 13.719 millones de lempiras, en 2008 los 25.311 millones de lempiras, estimándose que en 2009 llegaría a los 27.512 millones. Escalada provocada por “el Estatuto del Docente y los aumentos salariales otorgados a la burocracia”. 

El día del golpe, el pueblo se preparaba para una encuesta popular en la que decidiría la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente, en donde las diferentes organizaciones sociales, populares y gremiales tendrían la posibilidad de iniciar una nueva etapa en la historia hondureña. La consulta incluía, también, la posibilidad de manifestar la opinión popular en torno a la reelección presidencial.

La importancia política de estos hechos debe realizarse atendiendo a las características de la sociedad hondureña. En este pequeño país centroamericano, de sus 8 millones de habitantes, más del 50% viven en situación de pobreza, según datos de la CEPAL. Esto lo convierte en el tercer país más pobre del continente, detrás de Haití y Nicaragua. A su vez, históricamente, Honduras y su clase dominante han sobrevivido gracias a sus lazos políticos, comerciales y militares con los EE.UU. En primer lugar, EE.UU. es su principal socio comercial, alianza enmarcada en un Tratado de Libre Comercio (TLC) avalado por ambos Congresos. Al mismo tiempo, James Petras ha estudiado la subordinación de las fuerzas armadas hondureñas al Pentágono, recibiendo entrenamiento, armas y financiación de los Estados Unidos.

En este marco, las tímidas reformas del bonapartismo intentado por Zelaya encontraron un estrecho límite en las posibilidades que la sociedad, la historia y la economía de su país le otorgaban. Con poco margen para experiencias reformistas, la débil burguesía hondureña se vio obligada a actuar radicalmente para sostener sus escasos márgenes de ganancia. De allí que en Honduras se haya quebrado rápidamente la cadena más débil de los bonapartismos latinoamericanos.

La radicalización de la resistencia

El Golpe de Estado fue rápidamente legalizado por la Asamblea Legislativa, colocando en la presidencia a Roberto Micheletti Bain, dirigente del mismo partido que Zelaya. Durante el golpe, la población fue incomunicada, cortándose los servicios de electricidad, teléfono y televisión, manteniendo en el aire solo algunos medios de comunicación oficialistas. Al mismo tiempo, el ejército era movilizado en las calles y reprimía a la resistencia con la excusa de una posible invasión militar venezolana. Mientras tanto, se apresaba a los principales enemigos de la dictadura: líderes sindicales, estudiantiles y de organizaciones sociales movilizados.

No obstante, el movimiento de masas no tardó en darse una organización para resistir al golpe, forjando el Frente Nacional contra el Golpe de Estado, constituido por organizaciones obreras, campesinas y populares, así como por los partidos y movimientos políticos de izquierda y centro que se han declarado en contra del golpe. El Frente acusó al conjunto de los partidos burgueses, a la cúpula empresarial, a las Iglesias católica y evangélica y a los principales medios de comunicación como responsables del quiebre institucional. También denunció la participación de los Estados Unidos y de la Agencia Central de Inteligencia (CIA), haciendo caso omiso de las declaraciones de Obama. Prueba de ello es la posición del embajador norteamericano Hugo Llorens, quien había declarado, días antes del golpe, estar en contra de la encuesta popular de Zelaya, asegurando que “no se puede violar la constitución, para crear otra constitución”, en declaraciones a La Prensa. 

El Frente de resistencia caracteriza que el golpe es la respuesta al avance popular, expresado en la encuesta por la Constituyente que, de ser aprobada, ampliaría el poder del pueblo mediante la implementación de derechos civiles y laborales en beneficio de la clase obrera y el campesinado pobre. Frente a semejante ataque, la respuesta no se hizo esperar y las masas se lanzaron a protestar en las calles, en las plazas públicas y en la mismísima Casa Presidencial, enfrentando a miles de efectivos militares armados. A lo largo de estos meses, las protestas contra el gobierno de facto se sucedieron diariamente por toda Honduras con movilizaciones masivas, cortes de rutas y toma de edificios públicos.

A pesar de que la represión ya causó la muerte de tres manifestantes, más de 100 heridos y unos 2.400 detenidos, incluyendo la declaración de un estado de sitio de 3 días, el gobierno no ha logrado detener la resistencia. La clase obrera organizó, en la tercer semana, una movilización unificada con sus propios métodos de lucha: la huelga general y la toma de los centros de trabajo, comenzando con un paro general de 48 horas de las tres centrales sindicales del país (CUTH, CGT y CTH) los pasados 23 y 24 de julio, que se ha repetido el 30 y 31 del mismo mes.

Tomas Andino, del Partido Unidad Democrática de Honduras, declaró que “el frente de resistencia popular contra el golpe rechaza cualquier tipo de negociación con los golpistas, tanto como defiende la restitución incondicional del presidente Manuel Zelaya”. A su vez, añadió que las masas se han radicalizado debido a su propia experiencia, “ya no es cuestión de pedir un referéndum por la Asamblea Constituyente, queremos la Asamblea pero sin mediar negociaciones con las instituciones políticas que apoyaron el golpe”. Semejantes niveles de resistencia ya están haciendo mella en la dictadura, como plantea la Ministra de Finanzas, Gabriela Núñez, señalando que “la economía hondureña ha sufrido pérdidas por unos $36.8 millones diarios por las marchas callejeras y los bloqueos de carreteras del movimiento que apoya al depuesto presidente Manuel Zelaya”, como aseguró al Nuevo Herald, el 25 de agosto pasado. 

La claudicación de Mel

Mientras el Frente de Resistencia profundizaba su enfrentamiento con el régimen, el presidente destituido se reunía con presidentes de toda América en busca de ayuda internacional. El 7 de julio, Zelaya viajó a Washington para reunirse con la secretaria de Estado, Hillary Clinton. Días después, estuvo en la Republica Dominicana donde se reunió con el presidente Manuel Fernández, quien le otorgó su apoyo. El 4 de agosto fue el turno de México, donde Felipe Calderón lo recibió con los honores aplicados a los jefes de Estado, comprometiéndose a solicitar a EE.UU. la suspensión de toda la ayuda a Honduras. De allí, Mel partió hacia Nicaragua, en un avión prestado por el gobierno venezolano, continuando su gira por Ecuador, Brasil y Chile, donde consiguió el apoyo de los gobiernos sudamericanos.

El hecho trascendental de esta gira se dio en Costa Rica, donde la mediación realizada por su presidente proponía que Zelaya se reincorpore a la presidencia formando un “gobierno de unión y reconciliación nacional” que garantice “una amnistía general para los delitos políticos cometidos con ocasión de este conflicto”; se abstenga “de hacer llamamientos a la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente”; renuncie “a promover o apoyar cualquier consulta popular con el fin de reformar la Constitución para permitir la reelección presidencial”; y reafirme “el carácter profesional, apolítico, obediente y no deliberante de las Fuerzas Armadas hondureñas”.
 

Lo llamativo de semejante “mediación” no es tanto que no dejaba en pie ni uno de los reclamos de las masas hondureñas, sino la aceptación de semejante propuesta por parte de Manuel Zelaya.
 A diferencia del gobierno golpista de Micheletti, que no retrocedió un punto de su programa, rechazando toda oferta que implique la reincorporación del presidente depuesto, Zelaya no tuvo ningún prurito en entregar las conquistas que el pueblo había conseguido con su lucha.

Pero el dato político central de este proceso es el rechazo de la mediación por parte del Frente de resistencia. La Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras (CUTH), mediante Juan Barahona, secretario general de la misma y coordinador del Bloque Popular, declaro que “con las negociaciones que se están llevando a cabo en Costa Rica nosotros, los movimientos sociales, creemos que no hay muchas expectativas en las mismas lo que se está haciendo es ganar tiempo a favor de este gobierno de facto para que ellos se consoliden en el poder y cavarnos nuestra resistencia a los movimientos populares”.
 Al mismo tiempo, el Frente de resistencia emitió un comunicado rechazando la mediación de Óscar Arias, señalando que el objetivo principal de la lucha es la conformación de una Asamblea Constituyente y solicitando que, en adelante, se tenga en cuenta la posición de la resistencia hondureña como una organización independiente. En una carta abierta al presidente costarricense, el Frente manifestó que “mantenemos nuestra posición de alcanzar procesos políticos incluyentes que permiten la participación democrática de hombres y mujeres, por medio de la instalación de una Asamblea Nacional Constituyente”.
 A pesar que no han renunciado al combate por la restitución de Zelaya, el Frente ha dejado en claro que no acepta ningún negociado que abandone el llamado a una refundación de Honduras y el juzgamiento de los responsables del golpe. Así lo expresó su periódico Resistencia, en agosto; “¡El pueblo exige la Constituyente! (…) La instalación de una Asamblea Constituyente Nacional para que redacte una nueva Constitución de la República, continúa siendo la exigencia fundamental de los sectores sociales que aspiran a superar el sistema social y económico que los oprime”.

3. La contrarrevolución: Brasil, Colombia y UNASUR
Apenas llegado al poder, Lula intentó mostrarse como uno de los más fieles exponentes de la “nueva izquierda latinoamericana”. El ciclo de insurrecciones se encontraba en pleno ascenso y los gobernantes se veían obligados a radicalizar su discurso para contener a las masas. El “primer presidente obrero” se sumaba al nuevo mapa político sudamericano: Kirchner, Chávez, Evo, Correa y Tabaré Vázquez se convertían en los adalides de la resistencia contra el “neoliberalismo” impuesto por Washington. A pesar de que nunca hizo realidad la pretensión de su partido de representar a los obreros brasileños, Lula parece disponerse hoy a enfrentar a quienes fueran, en aquel entonces, sus principales aliados a la hora de sobrevivir a los embates de las masas. Numerosas señales muestran que Brasil ya no tiene intenciones de mostrarse como el líder de la izquierda regional. Aunque Evo aún sea la “cara de Bolivia”
, Chávez “el mejor Presidente que tuvo Venezuela en los últimos cien años”
 y “Brasil continúa apostando a la Argentina, a sus trabajadores, a sus empresarios y su gobierno”
, el gigante del sur comienza a desplegar una estrategia antagónica a los intereses, no sólo de las masas obreras y campesinas, sino también de los bonapartismos latinoamericanos. Veamos ese movimiento.

Lula y Uribe: el nuevo frente “antiimperialista”

Luego del asesinato del Comandante de las FARC, Raúl Reyes, Lula habría llamado a Condoleezza Rice para comunicarle su decisión de impulsar un Consejo de Defensa Sudamericano, del que no participaría Washington. Algunos analistas consideran que la estrategia brasileña se concentraría en la inviolabilidad territorial de las naciones, lo que significaría la derrota de la tesis norteamericana de las “fronteras flexibles”, utilizada para luchar contra el terrorismo.
 Sin embargo, resulta paradójico que Lula haya sido el principal gestor en la incorporación del asesino de Reyes y principal representante de los EE.UU. en América Latina al Consejo “antiimperialista”. Para lograrlo, el brasileño debió visitar a Uribe en Colombia. Juntos vivaron a Shakira, mientras sacudía sus caderas y responsabilizaba a las FARC de la guerra civil en Colombia.
 Juntos participaron en una marcha que reclamaba a la guerrilla la libertad de los “secuestrados”.
 Y juntos negociaron, en nombre de sus empresarios. “Brasil va a financiar integralmente la participación de las empresas brasileñas en la construcción del Ferrocarril del Carare para transportar carbón”, anunció Lula. Uribe, satisfecho, resaltó los beneficios que este proyecto reportará a los empresarios de Boyacá y Cundinamarca, aumentando la competitividad de las empresas establecidas en Bogotá. Luego, ambos organizaron el encuentro “Brasil-Colombia: nuevas fronteras de negocios”, al que asistieron más de 380 empresarios. Allí, Lula confirmó que no hay nada “que vaya a impedir que Colombia y Brasil se conviertan en dos grandes compañeros en sus relaciones”.
 Semejantes muestras de amistad disiparon todas las dudas del colombiano, que no sólo ingresó al Consejo de Seguridad de la Unasur, sino que, además, impuso sus condiciones: 1) debe haber un rechazo total a “grupos violentos”; 2) las decisiones deben ser por consenso; y 3) debe reconocerse solamente a las fuerzas institucionales consagradas constitucionalmente. No conforme, Lula aseguró que quiere asociarse a Colombia en materia de industria militar: “Brasil no desea apenas ser un vendedor de armas de defensa para Colombia. Queremos producir en conjunto (…) Brasil desea construir fábricas para producir materiales de defensa en conjunto con los países de América del Sur, y Colombia es un país que tiene deseo y potencial”.
 Lejos de un organismo “antiimperialista”, estamos ante la formación de una alianza política, económica y militar entre la burguesía más poderosa de América Latina y el principal representante de los intereses norteamericanos en la región.

La “traición” de Doha

En 2001, en Doha, Qatar, los países miembros de la Organización Mundial de Comercio (OMC) firmaron un acuerdo que buscaba “mantener el proceso de reforma y liberalización de las políticas comerciales”, continuando una estrategia que debía “rechazar todo recurso al proteccionismo”.
 Las negociaciones debían finalizar el 1° de enero de 2005. Sin embargo, las conferencias anteriores, al igual que la de julio de este año, fueron un fracaso. El punto que no termina de resolverse, y que expresa el antagonismo irreconciliable de las fracciones burguesas, es el siguiente: mientras un sector busca reducir las subvenciones a la agricultura en los países “desarrollados”, éstos exigen que los países “emergentes” reduzcan los derechos de aduana para los productos industriales. La mentada “traición” brasilera tuvo que ver con su aceptación de la propuesta de la OMC, que vinculaba una reducción de subsidios agrícolas con una baja de aranceles industriales, lo que sus antiguos aliados, Argentina, China e India, consideraron inaceptable. Brasil abandonó al G-20
, y se alineó con Europa y EEUU, urgido por la necesidad de privilegiar alianzas que le abrieran mercados hasta ahora inaccesibles para su producción agropecuaria, el único sector capaz de revertir la tendencia negativa de la balanza de pagos. Por ahora, Lula posee el apoyo de la clase dominante brasileña. El vicepresidente de la Asociación Brasileña de Comercio Exterior, José Augusto de Castro, justificó la estrategia carioca planteando que “Brasil y sus socios del Mercosur tienen intereses diferentes, incluso por las diferencias de tamaño de sus economías”.
 Por su parte, Rabih Nasser, Profesor de la Fundación Getulio Vargas, consideró que “la disputa entre los países del G-20, en relación a la propuesta presentada por el Director General de la OMC en la Ronda de Doha, no deberá afectar a Brasil en el largo plazo (…) Todos dependen de Brasil, comenzando por la Argentina”.
 El fracaso de Doha muestra la ridiculez de quienes pretenden fomentar el “complemento” entre los empresarios argentinos y brasileños.

Paz y administración

Para lograr su cruzada, Lula se ha visto obligado a intervenir en la crisis boliviana. Del apoyo sin condiciones a Evo, pasó a una “mediación”, cada vez más cercana a los intereses petroleros de los secesionistas. Marco Aurélio Garcia, asesor de política exterior de Lula, manifestó su deseo de que el referéndum ayude a “la reconciliación nacional”, y que “el país vecino continúe consolidando su democracia y construyendo oportunidades para bolivianos de todos los orígenes y de todas las regiones”.
 Lula ya había manifestado que “Brasil ha fundado junto con Argentina y Colombia un grupo de países amigos para ayudar a Bolivia. Si el compañero Evo está dispuesto a negociar, haremos de intermediarios”.
 Como en otros conflictos, el líder del PT mueve sus influencias para restaurar el orden en los marcos del sistema: destacando el triunfo opositor en los referéndums autonómicos, le pidió a Evo Morales que profundice el diálogo, planteando que Bolivia necesita de mucha paz para poder crecer y desarrollarse.

El programa burgués y contrarrevolucionario de la Unasur

El 23 de mayo de 2008, en Brasilia, doce países ratificaron el Acta Constitutiva de la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur). Los países miembros, Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guyana, Paraguay, Perú, Surinam, Uruguay y Venezuela, representan, fundamentalmente, la unión de dos bloques económicos preexistentes: el Mercosur y la Comunidad Andina. A pesar que su acta fundacional plantea como principios “irrestricto respeto a la soberanía, integridad e inviolabilidad territorial de los Estados; autodeterminación de los pueblos; solidaridad; cooperación; paz”
, el tratado no hace otra cosa que sancionar jurídicamente las libertades de las burguesías más poderosas del subcontinente para entrometerse allí donde sus intereses lo requieran. Incluso Lula reconoció que los principales objetivos eran avanzar en “la integración financiera y energética”, la “creación de cadenas de integración productiva entre nuestras empresas privadas y estatales” y de “compañías en sectores estratégicos, como industria aeronáutica, construcción naval, medicamentos e industria militar”.
 En la misma línea, su ministro de relaciones exteriores planteó que “el enorme crecimiento de las exportaciones brasileñas hacia nuestros vecinos casi se triplicaron entre 2003 y 2006, impulsados en gran parte, por productos con alto valor agregado. América del Sur ya es, para Brasil, un mercado mayor que los Estados Unidos”.
 

Poco más de un año más tarde, en Quito, la Unasur celebró un congreso muy especial, con el trasfondo de la apertura de bases militares estadounidenses en la Colombia de Uribe y el golpe de Estado perpetuado en Honduras. Una vez más, el organismo ha intentado imprimirle una salida burguesa a la crisis, mostrándose completamente ineficaz para detener un nuevo avance del militarismo norteamericano en la región.

El Tío Caimán vuelve a sus andanzas

En el mes de abril, Álvaro Uribe accedió a la instalación de bases militares estadounidenses en territorio colombiano que compensen la pérdida de la base ecuatoriana de Manta. El objetivo de su instalación es fortalecer la presencia militar de Estados Unidos en Latinoamérica con tres bases aéreas (Malambo, en la provincia norteña de Atlántico; Palanquero, en Cundinamarca, y Apiay, en Meta); dos del Ejército (Tolemaida, en Cundinamarca, y Larandia, en Caquetá); y dos navales (Cartagena, Bolívar y Bahía Málaga, Valle del Cauca, sobre la costa pacífica).
 La primer base a instalar será la de Palanquero, que costara unos 46 millones de dólares y “pasará a ser un epicentro militar donde Washington instalará equipos de inteligencia para, según reza un convenio militar bilateral, hacer frente a las bandas narcotraficantes que operan el Pacífico colombiano”.
 Pero las bases no sólo son instaladas para actuar en suelo colombiano. Como plantea el documento emitido por el Comando de Movilidad Aérea de los EE.UU., las bases permitirán cubrir y alcanzar movilidad aérea a todo el continente sudamericano. Esta medida, basada en el informe de la fuerza aérea norteamericana Global en Route Strategy, de abril de 2009, busca priorizar estrategias que permitan el control a distancia del enemigo, por sobre la confrontación directa.
 En este sentido, el Comando Sur indicó que “casi la mitad del continente puede ser cubierto por un C-17 sin recarga de combustible” desde Palanquero. Si hay combustible disponible en su lugar de destino, “un C-17 podría cubrir todo el continente, con excepción de la región del Cabo de Hornos”.

Colombia y Estados Unidos no están solos en esta alianza militar, ya que cuentan con otro poderoso socio sudamericano: el jefe del Partido de los Trabajadores y Presidente de Brasil, Luiz Inácio Lula da Silva. Uribe firmó un pacto con Lula en el que fomentan el intercambio de información, la venta de armas y la acción conjunta en operaciones militares con el objetivo de controlar el tránsito de narcotraficantes y guerrilleros por la selva amazónica. Gracias a esta alianza, la fuerza aérea colombiana incorporó a sus filas unos 25 aviones de ataque Súper Tucano, de empresa Brasileira S.A.
 Al igual que la alianza con Norteamérica, el pacto Colombia-Brasil busca cuidar la radicalización de los procesos revolucionarios en Venezuela y Ecuador, previniendo las amenazas chavistas de desatar una guerra contra Colombia.

La impotencia de Unasur

Ante esta problemática la cumbre de la UNASUR se ve obligada a tratar el tema a pedido de Chavez, Correa y Morales, que proponen que el organismo repudie las bases yanquis en Colombia. El presidente venezolano encabezó la oposición afirmando que “empezaron a soplar vientos de guerra” y remarcando que Venezuela responderá militarmente ante una intervención de Colombia en países vecinos. A su vez, señaló que el pacto Colombia-Estados Unidos podría “convertirse en una tragedia” y desatar una guerra sudamericana, asegurando que la avanzada norteamericana tiene entre sus objetivos estratégicos el control de los recursos: “nos tienen en la mira, es por el petróleo”, dijo. Evo Morales apoyó la moción venezolana al plantear que “es obligación salvar al pueblo colombiano de los militares norteamericanos” ya que estos “meten bala contra el movimiento popular; en las madrugadas, convocan a militares y policías a organizar el asesinato a dirigentes sindicales, toman las franjas o los controles al interior”.
 Los bonapartismos más radicalizados del continente, entonces, plantearon una doble argumentación en torno al avance norteamericano: el control de los recursos naturales y de los procesos revolucionarios en curso.

Sin embargo, el bloque formado por Lula, Cristina, Lugo y Bachelet desviaron el asunto, proponiendo tratarlo más adelante, en una cumbre extraordinaria, con un argumento poco feliz: que Uribe no se siente “atacado” por estar en Quito. A diferencia de Chavez, Morales y Correa, plantean la vía diplomática como la única salida frente a esta crisis, asegurando Cristina y Lula que “cuando se desencadenan los conflictos es porque ha fracasado la política y esto lo pueden resolver únicamente los presidentes”. Claro que, como el “diálogo” es la única salida, Lula propuso invitar al mismísimo Obama al debate, moción apoyada por Cristina que propuso “hacer una reunión en un lugar en el cual el presidente Uribe no tenga la sensación de que hay hostilidad hacia él porque se hace en Quito o se hace en Caracas”.
 ¿Y dónde es ese lugar donde el asesino Uribe se sentiría cómodo y a gusto para explicar su alianza con los Estados Unidos?: San Carlos de Bariloche, Argentina, donde la UNASUR discutirá el tema a fines de agosto.

De la ONU a la Unasur: viva la CEPAL!

El carácter burgués de la Unasur, y su similitud con los organismos supranacionales “clásicos” de la burguesía más concentrada, se expresó cabalmente en sus propuestas frente a la crisis mundial. Lejos de proponer una salida revolucionaria a la crisis, Unasur se manifiesta por una profundización de la competencia capitalista. Un nuevo desarrollismo que, frente a “la peor recesión internacional desde hace mas de medio siglo”
, posibilite “un conjunto equilibrado de acciones que estabilicen el sistema financiero, reactiven la economía, prioricen la creación de empleo y el fortalecimiento de la protección social asegurando la recuperación económica sobre la base de un desarrollo sostenible”.
 La salida propuesta por la Unasur, entonces, es la creación de un “Banco del Sur” que fortalezca “la integración” de los países en más golpeados.
 ¿En que ayudaría este banco? En insertar a Sudamérica en el “mercado global” y fomentar el “desarrollo económico y social”. Claro que no cualquiera podrá acceder a sus préstamos ya que, para esto, se tendrán en cuenta las “reservas internaciones disponibles, situación en la balanza de pagos, participación en el comercio internacional, producto interno bruto”.
 En este sentido, poco se diferencia de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), una de las cinco comisiones regionales de las Naciones Unidas (ONU), impulsada por los Estados Unidos luego de su triunfo en la segunda guerra mundial. Comisión creada en 1948, para promover “el desarrollo económico y social mediante la cooperación y la integración a nivel regional y subregional”.

A su vez, Unasur planteó la necesidad de fomentar la “ciudadanía sudamericana”. Atenta a las cambiantes necesidades de mano de obra del capital latinoamericano, concluyó que es “necesario reforzar la cooperación y coordinación regional entre los estados miembros de la UNASUR y la Conferencia Sudamericana de Migraciones, a fin de construir un enfoque común regional que facilite la circulación de personas”
. 

En términos políticos, la Unasur renovó su compromiso con la democracia burguesa, caracterizándola como el “único sistema para resolver los desafíos y brindar mayores esperanzas y oportunidades a nuestros pueblos”. La salida para los pueblos, entonces, no es la lucha, sino “la vía del diálogo y la negociación (…) únicos caminos para resolver las diferencias, construir la paz y la convivencia duradera”.
 En este sentido, de poco sirvieron las tímidas reformas propuestas por Chavez, que intentó incluir un párrafo donde se mencione la “responsabilidad ética” de los medios de comunicación. De haberse incorporado este acápite, los estados habrían podido sancionar y/o cerrar aquellos medios de comunicación que no cumplan con ese “compromiso ético”. Sin embargo, la propuesta ni siquiera llegó a ser tratada por el rechazo, en las reuniones técnicas previas, de Brasil, Chile y Uruguay, por temor a que “Venezuela o cualquier otro país suramericano pudiera restringir la libertad de prensa en un futuro escudándose en esta declaración de UNASUR”.
 Incluso Evo Morales impuso una propuesta de crear un Consejo de Combate al Narcotráfico “para consolidar Suramérica como una zona de paz, base para la estabilidad democrática, el desarrollo integral de nuestros pueblos, y como contribución a la paz mundial”.
 

La comunidad de intereses con el resto de los organismos supranacionales se manifestó abiertamente en la declaración contra el golpe en Honduras, donde Unasur condena el Golpe “así como las resoluciones y declaraciones emitidas por la ONU, OEA, MERCOSUR,  CAN  y otras instancias internacionales”
, que evitaron plantear toda vinculación entre Washington y los golpistas.

Las perspectivas políticas de la Revolución en Latinoamérica

Este breve recorrido por los diferentes procesos nacionales que hacen a la Revolución latinoamericana nos permite llegar a ciertas conclusiones políticas en torno a las características de su dirección y a las perspectivas planteadas. Lo primero que salta a la vista del caso venezolano es que Chávez no está construyendo una economía socialista. Ni siquiera en sus documentos, donde podría utilizar un lenguaje más radicalizado, plantea que el conjunto de la producción vaya a pasar al control de los trabajadores.
 Por el contrario, no esconde que se trata de un proyecto desarrollista que, con un papel predominante del Estado, busca profundizar un desarrollo capitalista, con el petróleo como punta de lanza. Mientras el Estado continúe promoviendo las “empresas mixtas”, de capitales públicos y privados, entregue el manejo de las empresas nacionalizadas a burócratas y burgueses y no se avance en el control obrero y centralizado de la totalidad de la producción, la explotación en Venezuela continuará, por más nombres socialistas que se les otorgue a los proyectos. Y hacemos hincapié en el problema de la totalidad debido a que, aún suponiendo que en las EPS evolucione el control obrero, el proyecto chavista deja afuera al 82,6% de los trabajadores, que continúa siendo explotado en empresas capitalistas privadas.
 

Sin embargo, aunque pueda parecer paradójico, nada es más cierto que la Revolución está más viva que nunca en Venezuela. No porque Chávez esté dirigiendo magistralmente la marcha hacia el socialismo, sino porque la clase obrera venezolana no para de organizarse y de luchar. Frente a su avance, el Presidente se ve obligado a otorgarle una serie de concesiones: las nacionalizaciones son, tal vez, la más importante de todas ellas. Sin embargo, Chávez no piensa regalarle nada a quien lo consigue con su lucha. Por el contrario, intentará volver las nacionalizaciones en contra de los propios trabajadores, reprimiendo sus reclamos obreros por la vía de declararlos enemigos de la Revolución: "El que pare una empresa del Estado está contra el jefe del Estado", no se cansa de decir. En otros tiempos podría haber sido más flexible, pero hoy no esconde que los recursos no alcanzan para atender las reivindicaciones laborales.
 Mientras el precio del petróleo baja, y la inflación sube, Chávez tiene en la burguesía local unos aliados preocupados por el mismo problema: la AIMM puso entre las “incertidumbres y expectativas” para el 2009, en primer lugar, el problema de las “relaciones obrero-patronales”.

No es muy diferente el caso boliviano. A casi cuatro años de la llegada del MAS al poder, Bolivia se encuentra partida en dos. Existen, de facto, dos gobiernos: el de Evo, que controla el altiplano (La Paz, Oruro y Potosí); y el de las burguesías regionales que domina seis de las diez ciudades principales del oriente y sur del país. En la disputa por el control de la renta de hidrocarburos y la tierra se expresa, al mismo tiempo, el combate intra-burgués y el sostenido entre las masas y la clase dominante. Ante este empate hegemónico, la llave la tienen los trabajadores. La estrategia conciliadora del MAS radicaliza a quienes llevaron a Evo al poder. A su vez, la “medialuna” avanza en sus niveles de organización y en la formación de alianzas, reforzando su disputa por los recursos y alineando bajo su proyecto a más capas sociales. 

El proceso boliviano parece repetir un ciclo sin final a la vista: el gobierno intenta apropiarse de mayores tajadas de la renta de hidrocarburos, la derecha resiste, el MAS llama al diálogo, la oposición pasa a la ofensiva y a la acción directa, las masas responden de la misma manera, la medialuna es derrotada en las calles, pero un nuevo llamado del gobierno al diálogo vuelve a intentar “congelar” la situación. Evo actúa de esta manera porque él mismo es la expresión política de este impasse del proceso: tanto la profundización de la revolución socialista, como una restauración contrarrevolucionaria deberán prescindir de su figura. La necesidad de una dirección revolucionaria de los explotados, que supere los límites del bonapartismo de Evo, se vuelve urgente. De lo contrario, el MAS continuará entregando, poco a poco, las conquistas de las masas, preparando el camino para que la contrarrevolución, convencida de sus intereses y dispuesta a no claudicar hasta conseguirlos, pueda darle una salida a la crisis hecha a su medida.

En Ecuador, la reelección de Correa le impone a la fuerza social insurgente tres tareas primordiales, que son una sola: abandonar toda ilusión reformista, elaborar un programa revolucionario y dotarlo de un Partido que concentre el poder del conjunto de los explotados. Sólo esto le permitirá evitar el ciclo que se ha repetido por una década: crisis, movilización, triunfo de la insurrección y reemplazo de un presidente burgués por otro. La profundidad de la crisis ya está limitando la capacidad de Correa para otorgar concesiones, lo que actualiza la cuestión de la dirección política de las masas, que se disponen a recomenzar la tarea histórica a la que están llamadas.
Sensiblemente diferente es el caso salvadoreño. El gobierno de Funes no comparte el elemento bonapartista que ostentan Chávez, Correa o Kirchner. Su gobierno no surge de una insurrección que provoca un empate hegemónico. Es el producto del agotamiento del ciclo contrarrevolucionario. Un proceso que excede a El Salvador, pero que allí toma características particulares. Mientras que los bonapartismos emergen luego del pico más alto de movilización, las masas salvadoreñas están en pleno ascenso. Llegado al gobierno, el FMLN tendrá una serie de conflictos en su haber. Por un lado, su programa no plantea anular la amnistía que imposibilita realizar juicios contra los represores, lo que se enfrenta a las aspiraciones populares de castigo por las masacres. Por otro lado, el nuevo gobierno ya avisó cuál será su política con respecto a las condiciones de vida de la clase obrera, nada promisoria por cierto. Fuertes conflictos esperan al país en cuanto las patronales comiencen su necesaria avanzada. Tal vez el FMLN tenga un breve respiro, luego de las elecciones, pero la marcha de la clase obrera seguirá su avance.

La desilusión no está muy lejos. La economía salvadoreña no tiene el tamaño para sostener experiencias cercanas al reformismo, ni el desarrollo político del proletariado es aún rudimentario, como en Chile. Para peor, la crisis mundial y la recesión en su principal mercado irán dejando al FMLN cada vez con más exiguos recursos, frente a reclamos más insistentes. Todos los gobiernos que tienden a exhibir simpatías izquierdistas llegaron a comienzos de esta década, en pleno desarrollo del mercado de comodities. Ahora comienzan a transitar el declive, más o menos abrupto, según el caso. Los otrora guerrilleros tendrían que haber llegado antes. Tal como están las cosas, no podrán contar siquiera con su instante de gloria. Con ellos se hundirá un símbolo guerrillero caro a las masas. Será hora, entonces, de poner en pie otro tipo de organización.

Honduras, a su vez, ha sido testigo de un ensayo de laboratorio. El ataque de la burguesía y sus Fuerzas Armadas no fue contra la “democracia”: el golpe estuvo dirigido contra aquellas clases que están luchando por organizar América Latina sobre nuevas bases sociales. Como hemos visto, los trabajadores latinoamericanos no han dejado de pelear por sus intereses, forzando a los gobiernos a profundizar y mantener sus concesiones. Allí se encuentra el nudo que la burguesía busca desatar apelando a la acción directa: el golpe de Estado en Venezuela, en 2002; la insurrección de la Medialuna en Bolivia y la “rebelión del campo” en Argentina, en 2008, expresan este proceso. El golpe de Estado en Honduras es un nuevo eslabón en esta cadena de sucesos que buscan detener el avance del proceso revolucionario y eliminar las conquistas que los trabajadores hemos conseguido en este tiempo. Mel Zelaya, impulsado por las masas hondureñas, intentaba implementar un régimen bonapartista que otorgue ciertas concesiones al pueblo movilizado. Sin embargo, la debilidad de la economía nacional y los fuertes vínculos con los EE.UU. imposibilitaron la experiencia reformista cuando ésta comenzó a radicalizarse, determinando la rápida reacción de la burguesía hondureña. El golpe dejó en claro, una vez más, que los bonapartismos latinoamericanos no son el resultado de presidentes inspirados, sino del pueblo movilizado. A lo largo de estos 60 días de resistencia, mientras que las organizaciones sociales hondureñas radicalizaron su programa, Zelaya claudicó completamente entregando la sangre de las masas a cambio de un boleto de regreso. Los senderos se bifurcaron en Honduras y los trabajadores han profundizado sus niveles de conciencia revolucionaria. Mel Zelaya aceptó el programa del enemigo, lo que impone para nosotros, la lucha por una Asamblea Constituyente y por un gobierno de los trabajadores sin mediaciones.
Por otro lado, frente a las aspiraciones de las masas, se levanta un gigante. Brasil fue uno de los países que más se benefició con la valorización de los commodities, especialmente soja, café, azúcar y hierro. Su crecimiento, al calor de la demanda de comida y energía, le posibilitó alcanzar el “codiciado” grupo de países emergentes, formado por China, India y Rusia. Al mismo tiempo, el descubrimiento de reservas petroleras millonarias profundizó el interés norteamericano por el gigante del sur. Ya nadie duda que Lula es el nuevo hombre del Imperio en la región: mientras que el Financial Times considera que la administración del Partido de los Trabajadores es el bastión de la estabilidad brasileña
, McCain adelantó su intención de acercarse al gobierno de Lula, auspiciando el ingreso de Brasil al grupo de países más poderoso del mundo, el G8.
 Por su parte, Obama destacó el rol de Brasil como estabilizador regional, al saludar su mediación en el conflicto entre Ecuador, Colombia y Venezuela.
 Seguro del apoyo norteamericano, Lula se preocupa en convencer al viejo mundo, asegurando que “Europa no necesita tener miedo a la izquierda en América Latina".

Amparado en el crecimiento de la economía, pero asediado por la profundización de la crisis mundial y la caída del precio de los commodities, Lula busca allanar el futuro de posibles molestias. La más importante de ellas, la permanencia del ciclo de insurrecciones latinoamericano y de los gobiernos bonapartistas que no han logrado clausurarlos. Su estrategia lo lleva a acercarse, cada vez más, a las posiciones de las burguesías más concentradas del mundo, abandonando las alianzas con sus pares latinoamericanos. Auspiciar una salida conservadora de los bonapartismos latinoamericanos y liquidar los movimientos de masas es el camino necesario para fomentar el clima para los buenos negocios, y resistir mejor a la crisis que se avecina.

A su vez, a poco más de un año de su nacimiento, la organización supranacional impulsada por Lula, Kirchner, Chávez, Evo y el resto de los mandatarios latinoamericanos, Unasur, ya ha dado sobradas muestras de su carácter burgués. Lo que había nacido como un organismo supuestamente exento de la influencia de la poderosa burguesía norteamericana ha tenido un claro derrotero que, lejos de enfrentarla con Washington, no hizo otra cosa que funcionar como un lubricante de sus posiciones. La incapacidad de los bonapartismos más radicalizados para repudiar la instalación de bases militares en Colombia expresa el avance del bloque pro-norteamericano, encabezado por Colombia, Brasil, Chile y la Argentina. A su vez, el programa económico y político propuesto, y defendido incluso por Evo, Chávez y Correa, no pasa de un tibio reformismo desarrollista, que pronto dará paso a la eliminación de las conquistas obtenidas por las masas en los últimos quince años. Las limitaciones manifestadas en la Cumbre de Quito, entonces, no tienen que ver con límites coyunturales, sino que expresan una tendencia intrínseca de Unasur: un organismo burgués, destinado a convertirse en un arma contra la Revolución.

Las buenas noticias, para las masas latinoamericanas, es que el ciclo revolucionario, lejos de cerrarse, se fortalece al calor de la crisis capitalista mundial. Las malas, sin embargo, muestran que la clase obrera no ha podido acaudillar el proceso, a través de partidos revolucionarios de alcance continental. La tarea del momento es doble. En primer lugar, desenmascarar a los falsos profetas de la nueva izquierda, mostrando el carácter burgués y reformista de su propuesta. En segundo, avanzar en la construcción de organizaciones que le disputen la dirección del proceso a los bonapartistas y a los contrarrevolucionarios. Tarea que, hace tiempo, se está llevando adelante a lo largo y ancho del continente. 
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